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Palacio Nacional  Cali Colombia

SALA CIVIL
ACCION DE TUTELA

Debido proceso por defecto fáctico

Procedencia de la tutela contra decisiones judiciales

Juez sustentó la sentencia respecto del lucro cesante en certificación  de una empresa sin procurarse otros medios para corroborar el valor certificado.

La Sala concluyó que la actuación del juzgado accionado comporta violación al debido proceso por defecto fáctico,  por ello deberá dejarse sin efectos la sentencia para ordenar al juez que vuelva a proferirla atendiendo el debido proceso en la forma enunciada, bajo los principios de reparación integral (art. 16 Ley 446/98), pero soportada en las pruebas allegadas o en las que de oficio se alleguen. 

Fecha: 17 06 09

Rad. 02 2009 00197 01

Acta 042

Problema jurídico: Determinar si  la sentencia proferida por el juzgado civil municipal dentro de un proceso ordinario de responsabilidad civil extracontractual de mínima cuantía es vulneradora del debido proceso o si por el contrario está ajustada a la ley. 

Petición de los accionantes: Reclaman que hubo error en la valoración probatoria de los perjuicios por que no hubo prueba, no obstante, dicen aceptar la responsabilidad civil por daño. 

Decisión de primera instancia: Juez negó la tutela, estimando  que los accionantes no hicieron uso de los medios de defensa en su oportunidad y sólo manifestaron su inconformidad al momento de los alegatos, tampoco hicieron uso de los recursos en su debida oportunidad.

Decisión de segunda instancia. Revoca y tutela el derecho al debido proceso, ordenando al accionado dejar sin efecto el fallo dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes. Luego, emitir nueva sentencia atendiendo lo considerado. 

MP. Jorge Jaramillo Villarreal. 

====== 0 ======

CONTRATO DE MUTUO

Crédito para la financiación de vivienda a largo plazo. 
Carga de la prueba 

El otorgamiento y aceptación de créditos destinados a la adquisición o conservación de vivienda, en manera alguna pueden quedar a merced de las leyes del mercado, hay necesidad entonces de restringir la autonomía de la voluntad precisamente para evitar desequilibrios como el presentado con el sistema anterior, se impone entonces una marcada intervención estatal orientada a establecer un sistema adecuado que permita el acceso a la vivienda digna como derecho de rango constitucional que el Estado debe hacer efectivo (art. 51 C. P.),  y la democratización del crédito (art. 335 C. P.), por tanto estos contratos de mutuo con garantía hipotecaria se conocen doctrinariamente como “dirigidos”, en virtud del interés público y las finalidades sociales que ellos persiguen.

 Por lo reseñado es claro que para los deudores que habían contratado créditos bajo el mencionado sistema y con anterioridad a estas decisiones,  surgió la posibilidad de solicitar que fuesen revisados con el objeto de excluir de ellos los factores que la justicia constitucional halló contrarios a los principios de justicia y equidad que imperan en el Estado Social de Derecho, para obtener en consecuencia su depuración.

 No puede marginarse que la inexequibilidad del sistema UPAC aparejó una orden perentoria para el Congreso para que expidiera una Ley Marco de Vivienda que recogiera los postulados de la Corte vertidos en varios fallos, es así como nace la Ley 546 de 1999, que además contempló un régimen de transición para aquellas obligaciones adquiridas bajo el antiguo sistema que fue declarado inexequible.
La jurisprudencia ha dicho que si el interesado en suministrar la prueba no lo hace, o la allega imperfecta, descuida o equivoca su papel de probador, necesariamente ha de esperar un resultado adverso a sus pretensiones, bajo el entendido que prueba quien demuestra no quien envía a otro a buscar la prueba.

Si la demanda buscaba una revisión o reliquidación de los presuntos valores pagados en exceso y ahora se tiene que dicha obligación ha sido cancelada y no aparecen registros contables de la misma  -entre otras razones por el considerable lapso transcurrido- es una tarea físicamente imposible que pueda predicarse de ella que hubo cobros excesivos, o que se capitalizaron intereses, o que hubo desbordamiento en las tasas de interés (las fijadas son muy inferiores y favorables para la deudora), pues no existe punto de referencia para contrastar con los máximos legales permitidos, bajo ese contexto el actor asumía la carga de la prueba y toda diligencia para arrimar al expediente estos elementos imprescindibles de prueba, so pena de soportar las consecuencias adversas de su conducta incuriosa.
Fecha: 17 06 09

Rad. 12 2001 00639 01

Acta 028

Proceso: Ordinario. Revisión de contrato de mutuo hipotecario. 

Pretensión: Solicita se proceda a la revisión del contrato de mutuo hipotecario y se declare la existencia de mayores valores cobrados en exceso por la entidad demandada. 

Problema jurídico: Determinar si en este singular caso milita prueba suficiente sobre los pagos realizados por el deudor que permita la aplicación oficiosa de la Doctrina Constitucional para retirar los conceptos hallados inconstitucionales. 

Decisión de primera instancia: Desestimó las pretensiones.

Decisión de segunda instancia: Confirma

MP Homero Mora Insuasty.
====== 0 ======
DACION EN PAGO  

Contrato de mutuo. 

Readquisición de vivienda. Ley 546 de 1999

Carga de la prueba
La titular de la opción de readquisición de vivienda  pudo hacer uso de su potestad desde el instante mismo en que ofertó el bien al banco en dación en pago, pero no lo hizo y por tanto debe asumir sus consecuencias como secuela lógica de aquél postulado que nadie puede invocar en su favor su propia culpa o desidia. 

En este caso, luego de la valoración probatoria, la a-quo encontró que fue el banco demandado quien incumplió las obligaciones contenidas en la Ley 546 de 1999, pues era a él quien le correspondía informar a la demandante sus  derechos y obligaciones respecto del derecho de readquisición de vivienda que había surgido con ocasión del contrato de dación de pago celebrado.

Sin embargo, extrañamente, pese a haberse expuesto en la parte motiva de la providencia que el banco estaba obligado a indemnizar los perjuicios causados por la omisión y además por haberse enajenado los bienes entregados en dación de pago y no existir inmuebles similares, en la parte resolutiva se accede a la declaratoria de la existencia del derecho de adquisición, pero se niega las pretensión segunda por no haber bienes con iguales características y la tercera por no haberse probado el monto de los perjuicios.  
La jurisprudencia ha dicho que si el interesado en suministrar la prueba no lo hace, o la allega imperfecta, descuida o equivoca su papel de probador, necesariamente ha de esperar un resultado adverso a sus pretensiones, bajo el entendido que prueba quien demuestra no quien envía a otro a buscar la prueba.

Reiteramos que la parte actora se limitó simplemente a enunciar que su representada había ejercido su derecho de opción a retomar la vivienda, pero dicha afirmación se quedó en ese simple plano, pues no encuentra eco probatorio, no existe el mínimo indicio que tempestivamente hubiese manifestado ese interés, cuestión distinta es que luego de expirado el plazo que disponía para ello haya oficiado al banco sobre sus intenciones de readquirir el bien, pero es lógico que lo hace en condiciones normales e iguales respecto de otros interesados y no bajo el alero de la opción de readquisición de vivienda contemplado en el artículo 46 de la Ley 546 de 1999, por obvias y múltiples razones que se han dejado reseñadas.

No puede blandirse el argumento que como la dación se perfeccionó el 27 de diciembre de 2000, antes era imposible celebrar el contrato de derecho de opción, pues ya hemos dejado reseñado que para la suscripción de este contrato no era necesario que la dación en pago se hubiese formalizado (Art. 1º , literal c), Dcto 2336 de 2000), es decir que la titular de dicha opción pudo perfectamente hacer uso de esta potestad desde el instante mismo en que ofertó el bien al banco en dación en pago, pero no lo hizo y por tanto debe asumir sus consecuencias como secuela lógica de aquél postulado que nadie pude invocar en su favor su propia culpa o desidia (nemo auditur propriam turpitudinem allegans).
Fecha: 03 04 09

Rad. 10 2002 00139 01

Acta 014

Proceso: Ordinario. Dación de pago.

Problema Jurídico: Determinar sin en este caso concurren los supuestos fácticos y jurídicos para predicar que la deudora que entregó su vivienda en dación en pago hizo uso del derecho de opción de readquisición en los términos del artículo 46 de la Ley Marco de Vivienda. 

Decisión de primera instancia: declaró la existencia del derecho de adquisición. 

Decisión de segunda instancia: Revoca y absuelve a la demandada de las declaraciones y condenas  solicitadas.

MP. Homero Mora Insuasty. 

====== 0 ======
EJECUTIVO

Contrato de arrendamiento de local comercial

Prescripción.

Notificación del mandamiento de pago.

El hecho de que se haya surtido la notificación del mandamiento de pago por fuera de los términos consagrados en el artículo 90 tantas veces citado, no significa que haya operado la prescripción, la única consecuencia es que la prescripción no se interrumpió con la presentación de la demanda y esta solo vino a interrumpirse con la notificación del mandamiento de pago a los demandados, pero cuando ello ocurrió aún no había transcurrido el tiempo necesario y suficiente para que este fenómeno tuviera operancia.
Fecha: 03 04 09

Rad. 14 1998 01055 01

Acta 15

Proceso: Ejecutivo

Problema jurídico: Que pasa cuando la notificación del mandamiento de pago se hace por fuera del término consagrado en el artículo 9 del CPC. 

Decisión de primera instancia: Declaró no probadas las excepciones de mérito expuestas, y ordena seguir adelante con la ejecución, decretando el avalúo y remate de los bienes cautelados. 

Decisión de segunda instancia: Confirma.

MP. Carlos Alberto Romero Sánchez. 
====== 0 ======
EJECUTIVO HIPOTECARIO

Reliquidación de la obligación.

Pago total de la obligación.
Inaplicabilidad de la teoría de la imprevisibilidad de que trata el art. 868 del C. de Comercio. 

No es posible extinguir una obligación con su pago y coetáneamente mantener la pretensión de su revisión.

Si se presentan en el proceso hechos extintivos del derecho que se reclama, ocurridos con posterioridad a la radicación de la demanda y la existencia de esos hechos aparece debidamente demostrada, es obligación del juzgador dar aplicación al artículo 305 del C. de P. C. y tomar en cuenta forzosamente esa situación sobreviniente.

Aquí resulta evidente que, con posterioridad a la demanda con la cual se inició este proceso y antes de la culminación de éste con la sentencia de segundo grado, surgió como hecho sobreviniente la terminación del proceso ejecutivo por pago total de la obligación, que precisamente era materia de discusión en esta acción ordinaria para su revisión respecto de sus alcances y efectos, hecho éste que tiene una incidencia directa sobre las pretensiones de la demanda y que, por lo mismo, debe ser considerado por la Sala al decidir el litigio. 

En efecto, si conforme con lo normado en el artículo 1625 del Código Civil, el modo por antonomasia de extinción de las obligaciones es su pago efectivo, que a voces del artículo 1626 ibídem, es la prestación de lo que se debe, la ejecutoria de la providencia  mediante la cual el juzgado decretó la terminación del proceso ejecutivo por pago total del crédito contenido en el pagaré, es a no dudarlo, un verdadero hecho sobreviniente que extinguió el derecho sustancial en litigio en el sub júdice, que por estar probado en esta instancia debe ser reconocido incluso ex officio, en atención al postulado constitucional de prevalencia del derecho sustancial en contraposición al meramente adjetivo.

Desde luego que, no es posible extinguir una obligación con su pago y coetáneamente mantener la pretensión de su revisión, menos puede la Sala a sabiendas de tal extinción, emitir pronunciamiento acerca de su reliquidación, tasas o rebaja de los valores cobrados en exceso, o declarar “el beneficio del plazo con la finalidad de garantizar el pago total de la obligación” (pretensión quinta), por la potísima razón de que el objeto sobre el cual habrían de recaer tales declaraciones desapareció del mundo jurídico, por voluntad del ejecutado que, al pagar declinó cualquier controversia anterior o posterior en torno al objeto de pago.
Fecha: 04 05 09

Rad. 08 2000 00315 02

Acta 22

Proceso: Ordinario. Contrato de mutuo.

Pretensión: Reliquidación de la obligación.

Problema jurídico: Es posible la reliquidación del crédito después de haberse extinguido la obligación por pago efectivo. 

Decisión de primera instancia: Denegó las pretensiones de la demanda. 

Decisión de segunda instancia: Confirma

MP. Carlos Alberto Romero Sánchez.  

====== 0 ======

EJECUTIVO HIPOTECARIO

Reestructuración del crédito 

Reestructuración del crédito no es una obligación de las entidades bancarias.
Lo pertinente y legal, es que al crédito se le aplique lo dispuesto por el art. 20 de la Ley 546 de 1999 que impone al Banco que el primer mes de cada año calendario, enviará una información clara y comprensible al deudor, que incluya como mínimo una proyección de lo que serían los intereses a pagar en el próximo año y lo que se cobraría con las cuotas mensuales en el mismo período, todo ello de conformidad con las instrucciones que anualmente imparta la Superintendencia Bancaria (hoy Superfinanciera). 

Con aquella información, el deudor, de acuerdo a su capacidad de pago, podía solicitar al banco, durante los dos primeros meses de cada año, la reestructuración de su crédito, otra cosa es que por la desidia del deudor no se hubiere reestructurado el crédito pues tuvo la oportunidad de hacerlo y no lo solicitó.

De esta manera queda sin fundamento lo expuesto por la funcionaria de primera instancia al pretender que el banco reestructure el crédito del demandado, pues como ya se clarificó, no era una obligación de él, sino que debía adelantarse la reestructuración previa petición del deudor, quien atendiendo sus condiciones económicas, podía solicitarla, tal como lo señala el art. 20 de la Ley 546 de 1999.
Fecha: 04 05 09

Rad. 15 2001 00781 01

Acta 22

Proceso: Ejecutivo hipotecario

Decisión de primera instancia: Declaró la terminación del proceso por carecer el título ejecutivo de fuerza compulsiva.

Decisión de segunda instancia: Revoca

MP. Carlos Alberto Romero Sánchez.

====== 0 ======
EJECUTIVO HIPOTECARIO

Prescripción de la acción cambiaria
Confesión ficta. 

En cuanto a la no comparecencia del demandado a absolver interrogatorio de parte, y si operó o no la confesión ficta, la Sala encontro que de la lectura del acta que se levantó con ocasión de la diligencia de interrogatorio de parte, fácil se advierte que en ella, si bien se dejó constancia de la no comparencia del demandado, brilla por su ausencia la descripción de los hechos que por ser susceptibles de confesión deberían tenerse como ciertos por presunción legal, lo que sin lugar a dudas impide que se pueda presumir confesión alguna; no debemos olvidar que en la diligencia estuvo presente el apoderado de la parte demandante, directo interesado en la prueba, y nada dijo sobre la ausencia de los hechos que estructuran la confesión ficta, y menos sobre la atestación, es decir, su silencio, el no ejercicio de su derecho a solicitar la constancia en el acta de lo mismo que señala el inciso 3º del Artículo 210 del C. de P. Civil, que para efectos finales termina por volverse una carga procesal dispositiva consienten la ineficacia de la figura confesión por vía legal.
Fecha: 01 06 09

Rad. 04 1997 14986 02

Acta 104

Proceso: Ejecutivo Hipotecario

Decisión de primera instancia: Declaró probada la excepción de prescripción de la acción cambiaria.

Decisión de segunda instancia: Confirma

MP Julián Alberto Villegas Perea.

====== 0 ======

EJECUTIVO HIPOTECARIO
Aclaración, corrección o adición de providencia

 Sentencia que en varios pasajes incurre en contradicciones y afirmaciones que luego no se reflejan en la parte resolutiva. 
En este caso, la Sala Civil consideró que es irrecusable que la sentencia no es paradigma de claridad, concreción y definición tan inherentes a su naturaleza misma, pues en varios pasajes incurre en contradicciones y afirmaciones que luego no se reflejan en la parte resolutiva.
Ante esta incoherente y hasta contradictoria argumentación es claro que para elucidar su verdadero y real sentido necesariamente se impone acudir a la parte resolutiva, pues la parte expositiva o considerativa debe tenerse como soporte o estribo de la resolución, sin que ello implique que todo lo argumentado haga parte de la ratio decidendi, pues hoy no es inusitado que también incorpore muchos obiter dicta (dichos al paso) que no guardan estrecha relación con la debatido y decidido, esta afirmación no puede entenderse en el sentido que se desconozca la unidad o integralidad de una providencia judicial, sino que la resolución de la controversia judicial a través de la sentencia debe estar contenida en precisos términos o parámetros, toda vez que constituye una ley particular para las partes (res inter allios acta est), de no ocurrir así las partes tienen a su alcance expeditas vías para solicitar su aclaración, corrección o adición, de conformidad con los artículos 309, 310 y 311 del código adjetivo, a criterio de la parte presuntamente afectada. 

En conformidad con nuestra preceptiva legal y para evitar discusiones futuras estériles como la que desvía nuestra atención se imponía que en la parte resolutiva, si a esa conclusión hubiese arribado el juzgador, que se acogiese el medio exceptivo de cobro de lo no debido, debiendo entonces cuantificar lo realmente adeudado y proceder a declarar que la ejecución proseguirá pero respecto de este monto, lo cual implica una modificación del mandamiento ejecutivo, pero nada de ello se consignó en el fallo, sino que se limitó a proseguir la ejecución, desechando de contera los medios exceptivos. Ante esta incongruencia o vacío era la parte deudora la llamada a solicitar su aclaración, corrección o adición, pero permaneció impasible y la providencia en los términos descritos alcanzó ejecutoria, por tanto es una ley del proceso que vincula tanto a las partes como al juez y no procede ahora en segunda instancia su modificación oficiosa por extemporánea y por cuanto no ha sido recurrida por el deudor.
Fecha: 17 06 09

Rad. 01 2003 00284 01

Acta 028

Proceso: Ejecutivo hipotecario

Decisión de primera instancia: Concluyó que el banco demandante compensó adecuadamente las diferencias a deber entre los extremos de la relación jurídico contractual, declarando impertinente condenarla por cobro excesivo de intereses. También, declaró no probada las excepciones formuladas por la demandada, disponiendo el remate del bien hipotecado, el avalúo del mismo, la liquidación del crédito y la condenación en costas a cargo de la parte demandada. 

Decisión de segunda instancia: Confirma numerales primero, segundo y tercero del fallo recurrido y modificando el numeral cuarto en el sentido de que para liquidar el crédito y sus intereses deberá atenerse a los precisos términos en que fue librado el mandamiento de pago. 

MP. Homero Mora Insuasty.
====== 0 ======
EJECUTIVO PRENDARIO

Pagaré

Término de prescripción de la acción cambiaria

Cláusula aceleratoria

Deber de analizar la actitud de las partes procesales y/o de los funcionarios judiciales en orden de determinar si la prescripción operó o no. 

El Juez entonces, al momento de evaluar la ocurrencia de la prescripción y su posible interrupción con la presentación de la demanda, no debe limitarse a contabilizar en forma objetiva el tiempo transcurrido entre la presentación de la demanda y la notificación a la parte demandada, sino que por el contrario debe centrar su estudio en el comportamiento negligente o no del actor con miras a adelantar las diligencias propias de la notificación del mandamiento ejecutivo, en la actividad desplegada por el demandado o demandados esto es si han pretendido eludir su responsabilidad impidiendo dicha notificación y finalmente en la actividad desplegada por los funcionarios judiciales.
Fecha: 24 04 09

Rad. 09 1999 00208 01 

Acta 035

Proceso: Ejecutivo

Pretensión: Pago de una obligación contenida en un pagaré. 

Decisión de primera instancia: Declara probada la excepción pues transcurrieron más de tres años entre la notificación del mandamiento de pago a la parte demandante y el enterramiento a los demandados. 

Decisión de segunda instancia: Declara probada únicamente la excepción de pago parcial propuesta por la demandadal y ordena seguir adelante con la ejecución .

MP. Flavio Eduardo Córdoba Fuertes. 

====== 0 ======
EJECUTIVO SINGULAR

Cáusula aceleratoria.

Prescripción del título valor 

Compensación

Es discrecional para el acreedor el empleo de la cláusula aceleratoria, y siendo que en este caso el actor no hace uso de ella, el cómputo del término prescriptivo corre a partir del vencimiento del titulo y no desde el incumplimiento del deudor, como lo propone el recurrente.

En este caso el deudor se notificó del auto ejecutivo  por fuera del plazo de los 120 días previsto por el artículo 90 del C. de P.C., en consecuencia, la interrupción de la prescripción operó con la fecha de notificación al extremo demandado.
En cuanto a la denominada “Orden de Restitución a mis Mandantes”, véase como, la recurrente al no encontrar próspero su inicial argumento, tendiente a solicitar restitución de los aportes cooperativos abonados a la obligación por cuenta de la declaratoria de prescripción de la obligación, pretende ahora hábilmente enfocar el sustento de tal excepción de manera diferente, alegando que el abono de los aportes cooperativos no se reflejan en el saldo cobrado, aprovechando que el a-quo, sin ser motivo de debate, se refirió a este tema en forma especulativa en la providencia apelada.

De ahí que la Sala sostenga, que el argumento de la “compensación” es completamente novedoso y no fue discutido ni aducido en la primera instancia; de manera que hacerlo ahora es una impropiedad procesal que atenta contra la lealtad y buena fe procesales, la igualdad de las partes en el proceso, y de paso además desborda el principio de la congruencia. 

Fecha: 19 06 09

Rad. 08 1999 01156 02

Acta 38

Proceso: Ejecutivo Singular.

Problema jurídico: Empleo de la cláusula aceleratoria. Prescripción del título valor. Compensación. 

Decisión de primera instancia: Dispuso seguir adelante con la ejecución negando las excepciones presentadas por la parte demandada. 

Apelación: Insiste en la prescripción de la acción cambiaria y que se reunen los requisitos legales de una compensación.

Decisión de segunda instancia: Confirma

MP. Carlos Alberto Romero Sánchez. 
====== 0 ====== 
EJECUTIVO SINGULAR.

Excepción de prescripción de la acción cambiaria.

Principio de respeto al  acto propio.

La Corte Constitucional ha afirmado  que el principio de respeto del acto propio, opera cuando un sujeto de derecho ha emitido un acto que ha generado una situación particular, concreta y definida a favor de otro. Tal principio le impide a ese sujeto de derecho modificar unilateralmente su decisión, pues la confianza del administrado no se genera por la convicción de la apariencia de legalidad de una actuación, sino por la seguridad de haber obtenido una posición jurídica definida a través de un acto que creó situaciones particulares y concretas a su favor. 
Problema jurídico :

¿Fue acertada la decisión de la juez de declaró la ilegalidad del auto mediante el cual, cinco años antes, había ordenado la nulidad del emplazamiento, reviviendo, en consecuencia, la notificación surtida con el curador ad-litem, y de contera dejar sin valor la actuación adelantada en torno a la actuación de los demandados?. Si la respuesta es negativa, se abre paso entonces  otro interrogante como problema jurídico de obligado y sustancial estudio, ii) ¿efectivamente, según la fecha de vencimiento de la obligación la aplicación del artículo 90 del C.P.C., y la notificación a los demandados se produjo aquí la prescripción?

Pues bien, frente al primer problema jurídico la respuesta de la Sala es que la decisión no fue atinada; en efecto, tenemos que la Juez, por medio de un auto  decreta la nulidad del emplazamiento que sirvió de fundamento para el nombramiento del curador ad-litem, ordenándolo nuevamente, habilitando con esto a los demandados para comparecer tempestivamente al proceso y proponer las excepciones reseñadas, con lo que creó una situación jurídica por medio de la cual aquellos pudieron ejercer el derecho a la defensa, los unos, solicitando la prescripción y la nulidad del título valor –que son en esencia excepciones de mérito-, el otro, proponiendo las excepciones párrafos atrás reseñadas; pero no fue solo esto, a continuación corrió traslado de las mismas, abrió a pruebas y posteriormente agotó la etapa de alegatos. Independientemente de los fundamentos que de fondo se exponen en la providencia apelada para declarar la ilegalidad, vemos que con esa conducta se contrario el principio de la confianza legítima y el respeto al acto propio, pues, no podía la juez, después de 5 años, y en la sentencia, desconocer un escenario consolidado por el mismo despacho. Adviértase que si la segunda notificación, devenía ilegal, así lo debió alegar tempestivamente la parte demandante, so pena que, irremediablemente, se convalidara dicha irregularidad, y aún, a despecho de lo aquí explicado, si hipotéticamente se aceptara la solución planteada por la juez en la sentencia,  no solamente resultaría irregular el auto así declarado, sino que toda la actuación adelantada en el proceso, inclusive la sentencia, ya que se adelantaron unas actuaciones ajenas al procedimiento dispuesto en el artículo 507 del C.P.C., a saber, traslado de excepciones, debate probatorio, traslado para alegar.
Fecha: 26 04 09

Rad. 13 1999 00201 00

Acta 091

Proceso: Ejecutivo singular.

Decisión de primera instancia: Tuvo por no presentadas las excepciones propuestas por los demandados y ordenó seguir adelante la ejecución

Decisión de segunda instancia: Revoca y declara probada la excepción de prescripción de la acción cambiaria. 

MP Julián Alberto Villegas Perea. 

====== 0 ======

EJECUTIVO SINGULAR

Contrato de seguro de vida

Renovación.

Documentos que hacen parte de la póliza

La renovación se da al vencimiento del contrato, caso en que el anexo deberá señalarse expresamente el término nuevo, si es inferior o superior a un año, porque si nada se dice, la renovación queda hecha por término igual al del contrato vencido. 

Hay que preguntarse entonces si cuando no se trata de renovación, en un anexo como el nuestro, es posible o no modificar la vigencia de la póliza, o ese cambio únicamente cabe en las renovaciones. La obvia respuesta es la de que tal variación es perfectamente posible, primero, porque no está prohibida y segundo, porque la referencia del art. 1049 a la expresa consagración del término del contrato renovado no quiere ni de lejos dar a entender que la modificación solo cabe cuando se renueva el contrato: lo prevé porque las partes pueden acordar un término más largo o más corto del que rigió en el contrato vencido, nada mas.
Fecha: 11 06 09

Rad. 08 1999 00454 03

Acta 16

Proceso: Ejecutivo singular

Decisión de primera instancia: Declaró probada la excepción de mérito de ineficacia del contrato de seguro por ausencia del riesgo asegurable, y la terminación del proceso. 

Decisión de segunda instancia: Revoca y dispuso seguir adelante con la ejecución.

MP. Julio César Cabrera Realpe.

====== 0 ======

NULIDAD DE REMATE

Terminación del proceso de sucesión. 

Consentimiento en las ventas forzadas

Proceso sucesoral. Partición de los acreedores. Interés legítimo de los acreedores.
Es de la naturaleza del proceso sucesoral que del acervo o masa de bienes se paguen las deudas que fueron contraídas por el causante y que, allegadas al procesos, constituyan un título ejecutivo indiscutible.
El proceso termina cuando el patrimonio del de cujus ha sido asignado a los herederos legales o testamentarios, y además cuando los créditos de los acreedores, que fueron inventariados e incluidos en los pasivos, hayan sido pagados y no antes, puesto que está en la naturaleza liquidatoria del proceso sucesorio realizar los activos y pagar los pasivos.
Dado entonces que en la sucesión del señor,   eran más los pasivos que los activos, y que los acreedores se hicieron parte del proceso, hasta tanto éstos no fueran pagados con los bienes adjudicados en la hijuela de deudas, el proceso aún no había terminado.

No cabe duda que en la sucesión del señor  faltaba por pagar los pasivos, y ello sólo se vino a hacer con la venta en pública subasta de los inmuebles ya tanta veces aquí referenciados, así como con la respectiva adjudicación y entrega de títulos.

Fecha: 24 04 09

Rad. 03 1999 00486 01

Acta 094

Proceso: Ordinario. Nulidad de remate.

Pretensiones: Se declare la nulidad absoluta de la diligencia de remate y su consecuente adjudicación dentro del proceso sucesorio del causante.

Decisión de primera instancia: Concluye que no se estructuran los elementos para la declaratoria de nulidad absoluta de la diligencia de remate, por lo que declara no fundadas las pretensiones.

Decisión de segunda instancia: Confirma.

MP. Julián Alberto Villegas Perea.

====== 0 ====== 

Prescripción de la acción cambiaria.-

Acción de enriquecimiento cambiario
Se debe demostrar que un patrimonio se empobreció al paso que el otro se enriqueció. 
La acción de enriquecimiento cambiario consagrada en el estatuto mercantil, además de la pérdida de la acción cambiaria, tiene como fundamento la prescripción o caducidad de títulos valores que se hayan recibido como fórmula de solución o pago de obligaciones precedentes, y tiene como requisitos: Que por haber perdido la acción cambiaria contra todos los obligados al pago del título, y al no poder ejercitar acción causal contra ninguno de ellos, el acreedor no cuenta con otro recurso para enjugar el daño; que el firmante del título beneficiado con la prescripción o caducidad haya obtenido un enriquecimiento, consistente en un incremento patrimonial o bien en una pérdida que se evita; y, la existencia de un empobrecimiento correlativo, equivalente al perjuicio experimentado por el demandante.

En el caso en estudio, la Sala apreció una ausencia de medios de prueba a través de los cuales se aquilate el empobrecimiento del patrimonio del demandante y el correlativo enriquecimiento del demandado, pues   el demandante se limitó a presentar el título valor prescrito como única prueba de su empobrecimiento y el correlativo enriquecimiento de la parte demandada.

Fecha: 10 06 09

Rad. 14 2002 00079 01

Acta 23

Problema jurídico: Cheques impagados por fondos insuficientes, los cuales sufrieron el fenómeno jurídico de la prescripción en cuanto a su acción cambiaria, al no presentarse en tiempo el proceso ejecutivo.

Decisión de primera instancia: Declaró ordenar a la demandada al pago de la obligación debidamente indexada, intereses y la sanción comercial por falta de pago imputable al librador. 

Decisión de segunda instancia: Revoca. 
MP César Evaristo León Vergara  
====== 0 ======
PRESCRIPCION EXTRAORDINARIA ADQUISITIVA DE DOMINIO. 

Vivienda de interés social.

Presupuestos
La Ley 9ª de 1989 estableció algunas particularidades específicas para el trámite de los procesos de pertenencia relativos a la vivienda de interés social, y que dichas particularidades obedecen a que el Legislador consideró necesario incorporarlas con el fin de agilizar y hacer efectiva la prescripción a favor de los poseedores materiales de viviendas que encuadran en la definición de interés social que son personas de bajo perfil socioeconómico, desprotegidas, con medios inexistentes para alimentar su patrimonio, y por ende merecedoras de garantías y facilidades procesales de tal entidad que les dé la posibilidad real de legalizar a su favor modestísimas viviendas. 

En todo caso, los recursos en dinero o en especie que destine el Gobierno Nacional, en desarrollo de obligaciones legales, para promover la vivienda de interés social se dirigirán prioritariamente a atender la población más pobre del país, de acuerdo con los indicadores de necesidades básicas insatisfechas y los resultados de los estudios de ingresos y gastos. En consecuencia, la ley 9ª de 1989 en su artículo 51 estableció que a partir del primero (1) de enero de 1990, se reduce a cinco (5) años el tiempo necesario para la prescripción adquisitiva extraordinaria de viviendas de interés social y a tres años el tiempo necesario para la prescripción adquisitiva ordinaria.  

Sin hesitación alguna, se infiere de esta probática que el actor ha tenido animus dominii (intención de ser dueño), y para percibir esta circunstancia que pertenece al campo de la psiquis es necesario tomar como punto de partida la exteriorización de los hechos que la hagan presumir; y estos actos externos adquieren connotación jurídica cuando son consecuencia del comportamiento asumido por el poseedor, que se traduce en señorío sobre la cosa detentada.
  En el sub-examine no ofrece mayor dificultad el aspecto relacionado con la aprehensión material del inmueble por parte de la demandante toda vez que la prueba acopiada así lo revela.

Valga recordar, y como atrás se dijo, que bajo los parámetros del artículo 41 de la ley 153 de 1887, el cómputo para la prescripción debe realizarse desde la fecha en que hubiere empezado a regir la nueva ley, es decir, para nuestro caso, la ley 9 de 1989 empezó a regir el 11 de enero de 1989, en consecuencia es a partir de esa última fecha que se debe hacer el computo respectivo. Si nos detenemos a observar, fácil advertimos que entre la fecha de vigencia de la ley 9ª y la de la presentación de la demanda que fue el 21 de junio de 1996, transcurrieron mas de los cinco (5) años establecidos por la mencionada ley para alegar la Prescripción Extraordinaria Adquisitiva de dominio sobre viviendas de interés social, entonces aquí claramente se abre paso la aplicación de la norma en comento.
Fecha: 16 04 09

Rad. 03 1996 11385 01

Acta 091

Proceso: Ordinario. Prescripción extraordinaria adquisitiva de dominio

Problema juridico: A quo creyó que el actor estaba ejerciendo una prescripción extraordinaria veintenaria de la del C. Civil y no echó de ver que la ejercitada, era la prescripción prevista en la Ley 9ª de 1989. 

Decisión de primera instancia: Negó las pretensiones del demandante.

Decisión de segunda instancia: Revoca y declaró que pertenece el dominio pleno y absoluto al demandante el inmueble por haberlo adquirido a través de la prescripción extraordinaria adquisitiva de dominio. 

MP. Julián Alberto Villegas Perea. 

====== 0 ======
RECURSO EXTRAORDINARIO DE REVISION

Causal de revisión

Num. 1 del art. 380 del C. de P.C.

El documento debió existir desde el momento mismo en que se presentó la demanda o por lo menos desde el vencimiento de la última oportunidad procesal para aportar pruebas. 

El hecho de que con posterioridad al fallo, se encuentre un documento que hubiera podido hacer variar la decisión combatida, no es suficiente para sustentar el recurso extraordinario de revisión. 

En el caso en estudio, la Sala encontró que los recurrentes no lograron probar, la existencia previa del documento que ahora se aduce, la imposibilidad alegada para allegar y hacer valer como elemento de convicción la historia quirúrgica proveniente de Profamilia, y que tal documento fuere decisivo para dar un giro determinante en la sentencia adoptada.

En efecto, señalan los recurrentes que en virtud de derecho de petición presentado el 19 de enero de 2007, esto es, mucho tiempo después de la emisión de la sentencia que data del 11 de julio de 2006, Profamilia procedió a entregar a la demandante  su “historia quirúrgica anticoncepción esterilización femenina”. Semejante afirmación pone en evidencia que, fue solo hasta después de la sentencia que la señora  se apersonó de la obtención del citado documento, que por lo mismo, no es susceptible de ser invocado en revisión, pues como se dejó sentado, el mismo debió existir al momento de la demanda, o por lo menos al vencimiento de la oportunidad para aportar pruebas en el proceso. 

Fecha: 11 05 09

Rad. 01 2007 00322 00

Acta 24

Proceso: Recurso extraordinario de Revisión.

Pretensión: Invocando la causal 1 del art. 380 del CPC los demandantes solicitan la revisión de la sentencia proferida porque a su juicio, se encontró después de pronunciada, documentos que habrían variado la decisión. 

Decisión: Declara infundado el recurso extraordinario de revisión.

MP. Carlos Alberto Romero Sánchez.
====== 0 ======

RESOLUCION DE CONTRATO DE COMPRAVENTA

Obligaciones del vendedor

Saneamiento.
Encuentra el Tribunal que las obligaciones a cargo de la entidad vendedora, se cumplieron en su totalidad, por lo que no podría predicarse un incumplimiento del contrato de compraventa. En efecto, la parte vendedora cumplió con las obligaciones a su cargo como era la de entregar los bienes detallados en la escritura pública  otorgada  en la Notaría, y efectuar la correspondiente tradición, requisito que se cumplió con la inscripción de la referida escritura pública en la oficina de Registro de Instrumento Públicos, lo cual aconteció tal y como se constata en el certificado de tradición  correspondiente al apartamento y  respecto del garaje.
Frente a los argumentos del recurrente, encuentra la Sala que no pueden ser prohijados en esta instancia, como que el a-quo en la motivación del fallo recurrido, dejó claramente señalado el porqué no es procedente la acción impetrada, teniendo en cuenta que los hechos en que se fundamenta tienen origen en unos pretendidos vicios ocultos, que no en un incumplimiento del contrato de compraventa legalmente celebrado.    

Respecto de lo anterior, el recurrente insiste en que la entidad vendedora ocultó que sobre los bienes objeto de la compraventa  pesaba un gravamen hipotecario, de donde  se debe precisar que ello en principio no está demostrado en el expediente y, además, no se trata de un vicio oculto propiamente dicho.
Fecha: 03 04 09

Rad. 03 1999 00443 01

Acta 15

Proceso: Ordinario. Resolución de contrato de comprventa.

Problema jurídico: determinar si procede la resolución del contrato de compraventa.

Decisión de primera instancia: Negó las pretensiones de la demanda al encontrar que no se reúnen los elementos fundamentales de la acción resolutoria.

Decisión de segunda instancia; Confirma.

MP. Carlos Alberto Romero Sánchez

====== 0 ======
RESPONSABILIDAD CIVIL CONTRACTUAL

Contrato de prestación de servicios de salud.

Terminación unilateral.

No puede predicarse incumplimiento de un contrato terminado.

La voluntad manifestada por escrito por la entidad demandada fue inequívoca en cuanto a que su intención era poner fin al ligamen contractual, como en efecto ocurrió. 

Si no existía contrato, por ende no había obligaciones que satisfacer, no puede hablarse de responsabilidad contractual, ni pretenderse indemnización de daños con venero convencional. Detrimento que, dicho sea de paso, tampoco fue demostrado, nótese que la única demandante aquí es una persona jurídica, empero se alega como perjuicio, que sus socios –personas naturales- hayan tenido  que recurrir a su patrimonio para responder por las obligaciones de aquella, olvidándose que la sociedad es una persona jurídica distinta de sus socios individualmente considerados (art. 98 C. de Cio.), por tanto los supuestos perjuicios que debían ser acreditados eran los de aquella y no los de éstos que no son parte en el proceso.
Fecha: 045 05 09

Rad. 09 2000 00634 01

Acta 21

Proceso: Ordinario. Responsabilidad civil contractual.

Pretensión: Se declare que entre las partes existió un contrato de tracto sucesivo para la prestación de servicios de salud, el cual la demandada de manera unilateral e inconsulta decidió abstenerse de su cumplimiento en detrimento de los intereses y derechos de la actora. 

Problema jurídico: Si en la época en que tuvo vigencia el contrato y si de su finiquito se generaron los perjuicios cuya indemnización depreca el actor.

Decisión de primera instancia: Declaró probada la excepción planteada por la demandada concluyendo que si bien existió un contrato de prestación de servicios, este fue terminado unilateralmente por la demandada, sin que exista prueba de reclamo alguno por parte de la actora.
Decisión de segunda instancia: Confirma.

MP Carlos Alberto Romero Sánchez. 
====== 0 ======

RESPONSABILIDAD CONTRACTUAL

Contrato de seguro de vida.

Renovación automática. 

 Terminación automática de la póliza por mora en el pago de la prima.

 Carga de la prueba del no pago.

La terminación opera automáticamente con la simple mora en el pago y la invitación de la aseguradora a que pague,  se hace para que se busque o explore una posibilidad que el cliente siga asegurado.

La terminación automática del contrato de seguro, por falta del pago del precio de la prima, en los términos del artículo 1068 del C. de Co., a partir de la reforma introducida al ordenamiento mercantil por la Ley 45 de 1990, opera de pleno derecho, en forma inmediata, sin ninguna exigencia o carga adicional para la aseguradora, basta que se compruebe la falta de pago del asegurador para que se produzca la extinción de la relación jurídica.

 Si bien se ha decantado que la carga probatoria se soporta sobre tres principios jurídicos fundamentales: i) “onus probandi incumbit actori” al demandante le corresponde probar los hechos en que se funda su acción, ii) “reus, in exipiendo, fit factor”, el demandado, cuando excepciona, funge de actor y debe probar los hechos en que funda su defensa, y iii) actore non probante, reus absolvitur”, según el cual el demandado debe ser absuelto de los cargos si el demandante no logra probar los hechos fundamento de su acción; se han establecido excepciones cuando se trate de hechos indefinidos o si el hecho objeto de prueba está respaldado por presunciones legales o de derecho.
Así, de conformidad con el inciso 2º del artículo 177 del C. de P. C., se encuentran exentos de prueba “Los hechos notorios y las afirmaciones o negaciones indefinidas”.
Afirma en este caso en estudio, la parte demandante que la terminación por mora en el pago de la prima no es tan automática como se dice pues en la comunicación de la renovación, se invita al asegurado a llegar a un acuerdo de pago en caso de haber incurrido en mora; sin embargo, hoy es de público conocimiento que estas son proformas que se envían a todos los clientes, de tal manera que si no se está en mora, la invitación debe omitirse. Y tampoco eso quiere significar que no ha operado la terminación, pues en una interpretación estricta, la terminación opera automáticamente con la simple mora en el pago y la invitación se hace para que se busque o explore una posibilidad que el cliente siga asegurado.
Fecha: 03 04 09

Rad 02 2003 00232 02  261

Acta 014

Proceso: Ordinario. Responsabilidad Civil contractual

Problema jurídico: Determinar si en el presente caso ha operado la terminación automática del contrato por impago de la prima, y si dicha acreditación probatoria radicaba en cabeza de la aseguradora, o por el contrario la demandante asumía la carga probatoria de su pago pleno y oportuno. 

Decisión de primera instancia: Condenó a la demandada al pago del valor asegurado más los intereses moratorios.

Decisión de segunda instancia: Revoca y declara probada la excepción denominada “terminación automática del contrato de seguro por mora en la prima.”

MP Homero Mora Insuasty 

====== 0 ======

RESPONSABILIDAD  CONTRACTUAL

Contrato de suministro de energía.

 Régimen jurídico.

 Régimen legal de contratación.

 Elementos estructurales del negocio jurídico.

 Consecuencia jurídica. 

Se estableció que la forma impuesta en éste caso por las partes emergía como un elemento constitutivo del contrato.

Vista así la forma del contrato, si aquella no se acató, el acto negocial es ineficaz, así se puede deducir de lo dispuesto en los artículos 1500 y 1741 del Código Civil y 898 del Código de Comercio 

Ahora bien, si el contrato es ineficaz, si no produce efectos, si es inexistente, en últimas si no hay contrato, jamás podría decirse que aquel se incumplió o que el incumplimiento de las obligaciones emanadas de aquel ha generado obligación de indemnizar los perjuicios irrogados, pretensiones presentadas por el actor en su demanda. 

Al no cumplirse con dicho elemento de la acción aquí instaurada, innecesario resulta abordar el estudio de los demás, debiéndose entonces despachar desfavorablemente las pretensiones, al paso que debe declararse probada la primera de las excepciones propuesta.
Resta por decir que si las partes, como efectivamente así lo fue, se quedaron en el terreno de la etapa pre-contractual, cualquier indemnización que se persiga con base en los perjuicios producidos en dicha fase, debió tener como fundamento el comportamiento en dicha etapa, es aquel el que debió servir de sustento para las pretensiones. Como así no se hizo, mal se puede en éste momento disponer indemnización alguna con base en este supuesto fáctico, so pena de violar elementales derechos de contradicción, defensa y congruencia de la sentencia con la demanda.
Fecha: 15 04 09

Rad. 05 1998 1007 6258

Acta 029

Proceso: Ordinario. Responsabilidad Civil Contractual. 

Pretensión: Declaratoria o reconocimiento de la responsabilidad en la entidad demandada.

Decisión de primera instancia: Condenó a la demandada. 

Decisión de segunda instancia: Revoca y en su lugar declara probada la excepción propuesta por la demandada absolviéndola de las súplicas presentadas en su contra. 

MP Flavio Eduardo Córdoba Fuertes. 
====== 0 ======

RESPONSABILIDAD EXTRACONTRACTUAL

Contrato de mandato.

Incumplimiento del contrato de mandato.
No puede ponerse en pié de igualdad el conocimiento meticuloso de un banco de sus operaciones con el de un particular. 

Banco acusado de haber incumplido un contrato de mandato celebrado con la Previsora por el cual el ente financiero se obligó a transferir una suma de dinero correspondiente a una cesantía parcial de la demandante, para cubrir una obligación mutuaria de vivienda. 

Teniendo en cuenta los principios y lineamientos generales del Código de Comercio, es indudable que la profesionalidad de los comerciantes en general, y de los entes financieros en particular, determina un grado de responsabilidad mucho más exigente de su parte, en comparación con la de los particulares que esporádicamente acuden a sus servicios o tienen algo que ver con ellos. Jamás puede ponerse en pie de igualdad el conocimiento meticuloso de un banco de sus trámites internos para atender giros y transferencias que, además, son para él operaciones lucrativas, con el de un particular que rara vez los hace o los recibe. 

En este caso, La Sala Civil consideró que no hay duda alguna de que el banco incumplió el contrato de mandato o lo cumplió de manera exageradamente tardía, generando a la destinataria del giro o transferencia contratada el perjuicio de la pérdida de su casa de habitación. El banco no probó en forma alguna la ocurrencia de fuerza mayor o de caso fortuito, ni hecho de un tercero, ni culpa de la víctima (destinataria) que lo exonerara de responder por la indemnización del perjuicio irrogado con el cumplimiento tardío o imperfecto de su obligación. 

Fecha: 11 06 09

Rad. 02 2001 00130 01

Acta 16

Proceso: Ordinario. Responsabilidad civil extracontractual. 

Decisión de primera instancia: Condenó al banco a pagar a la actora perjuicios materiales y morales. 

Decisión de segunda instancia: Confirma.

MP Julio César Cabrera Realpe. 

Salvamento de Voto:  Para el momento en que debió ser trasladado el giro, por parte del ente financiero demandado a la acreedora de la aquí demandante, aquel no habría cubierto la totalidad de la deuda. En efecto, por la prueba recaudada en éste proceso, se sabe que en aquel proceso ejecutivo existía una liquidación anterior a la fecha en que debió haberse hecho el giro cuyo valor era superior a éste, de allí que la deuda no habría sido cubierta a plenitud, peor aún si se hubiera hecho una actualización de la misma. 

De esa circunstancia se desprende, que aún en el caso de haberse efectuado el giro, el proceso ejecutivo no terminaba y por el saldo debía proseguir aún hasta el remate del bien inmueble comprometido. 

MD Flavio Eduardo Córdoba Fuertes. 
====== 0 =====
SALA DE FAMILIA
DOMICILIO CONYUGAL

Divorcio

Falta de prueba sobre la existencia de una residencia común entre los esposos.

“…a falta de prueba sobre la existencia de una residencia común entre los esposos, no queda otra alternativa que considerar que el domicilio conyugal es el de la celebración del matrimonio. 

Pero, aunque esta tesis fuese discutible, es preciso recordar que, frente a una acción de tutela contra una providencia en la que esta Sala    había revocado la nulidad decretada por un juzgado de familia de esta ciudad por considerar que no eran los jueces colombianos competentes, en virtud de la Art. 62 de la Ley 33 de 1992, la Corte Suprema de Justicia en sentencia del 17 de octubre de 2007(Expediente 2007-01581-00, Magistrado Ponente, JAIME ALBERTO ARRUBLA PAUCAR), respaldó la legalidad de esta providencia y negó en consecuencia la tutela. Entre otras razones, afirma la Corte que “…como el apoderado judicial del accionante se limitó a adosar el poder en la primera actuación, mas sin alegar la falta de competencia como excepción previa, de existir alguna nulidad la misma quedó saneada”, con lo que se debe concluir que no se trata de un problema de jurisdicción, concepto que, en su sentido más riguroso, hace referencia a la distribución objetiva del juzgamiento estatal y no depende por tanto de ningún factor subjetivo, como lo es el domicilio de una de las partes del proceso o de ambas. 
Mientras la propia Corte no modifique su criterio expresado entonces se deberá considerar que las controversias que suscite la aplicación de la Ley 33 de 1992 no pueden ser decididas oficiosamente, sino que deben ser propuestas como excepción previa, pues hay allí un precedente vertical, que nos obliga con mayor razón a quienes entonces expusimos el criterio que finalmente acogió ese máximo tribunal.”

Fecha: 03 06 09

Rad. 10 2006 00067 001

Acta 50

Proceso: Divorcio

Recurso de súplica. Solicita declarar la nulidad de lo actuado en proceso de divorcio. 
Problema jurídico: Cuál sería el domicilio conyugal, cuando los esposos nunca viven juntos?

Decisión: Se revoca la providencia suplicada. En su lugar, la consulta deberá tramitarse y decidirse. 

MP` José Luis Aramburo Restrepo. 
Salvamento de Voto. “En el caso concreto objeto del pronunciamiento de cuya decisión me aparto, era necesario determinar si al juez colombiano le corresponde o no conocer el proceso divorcio de un matrimonio celebrado en Colombia entre nacionales que establecieron su domicilio conyugal fuera de nuestro país y en el que no vive ninguno de los integrantes de la pareja de esposos.”
“…si los esposos no tuvieron su último domicilio en nuestro país, sino en el exterior, y considerados individualmente ninguno de ellos tiene su domicilio en Colombia, es procedente afirmar que según las normas que se transcribieron anteriormente, el juez colombiano no tiene jurisdicción sobre el asunto a su consideración, lo que se estructura la causal de nulidad consagrada en el ordinal 1º del artículo 140 del Código de Procedimiento Civil.” 
  MD Henry Cadena Franco. 
====== 0 0 ======
INTERDICCION JUDICIAL POR DEMENCIA

Debido proceso

Realización de la prueba en fecha distinta de la inicialmente prevista carece de efectos sustanciales que configuren una violación al debido proceso. 
Como es bien sabido, el según el Art, 29 constitucional, “Es nula, de pleno derecho, la prueba obtenida con violación del debido proceso”. Según la tesis de la mayoría, la realización de la prueba en fecha distinta de la inicialmente prevista es, inevitablemente (sin que quepan ponderaciones concretas), violatoria del debido proceso. Para el ponente, por el contrario, el debido proceso de que trata el Art. 29 es un derecho fundamental y, como tal, para que se configure una violación al mismo es preciso establecer quién es su titular –puesto que derecho subjetivo sin titular no existe- y determinar de qué manera dicho titular se ve afectado con la eventual irregularidad. Así las cosas, la prueba en mención no afecta los derechos de nadie y, de hecho, de las afirmaciones hechas por el testigo no se puede derivar conclusión fáctica distinta de aquella a que llevan las afirmaciones de los otros hermanos del declarado interdicto. En su conjunto, estas declaraciones sólo buscan ilustrar al juez sobre “la vida anterior y la conducta habitual del supuesto demente”, como lo prescribe el Art. 549, lo que hace que la irregularidad de su recepción en fecha distinta de la inicialmente fijada carezca de efectos sustanciales que configuren una violación al debido proceso, máxime cuanto el propio agente del ministerio público ha pedido en esta instancia confirmar la decisión recurrida.

Fecha: 30 04 09

Rad. 03 2003 00765 01

Acta 40

Proceso: Jurisdicción voluntaria. Interdicción Judicial

Problema planteado: Determinar si, conforme lo invoca la demanda, la señora está impedida para administrar rectamente su patrimonio por su ineptitud mental.

Decisión de primera instancia: Declaró la interdicción judicial por causa de discapacitación mental y psico-social.

Decisión de la Sala de Familia: Confirma

MP. José Luis Aramburo Restrepo.  
====== 00 ======
NOTIFICACION POR CONDUCTA CONCLUYENTE

Proceso de Sucesiòn.

Recurso extemporáneo.

La “conducta concluyente” es una notificación genérica, esto es, opera no  sólo para providencias que deben ser notificadas personalmente, sino para las que no necesitan notificación personal, pues ella se puede dar, en efecto, en etapas avanzadas del proceso. No tiene entonces razón la providencia recurrida en cuanto a que la notificación del auto que declara abierta la sucesión no admite conducta concluyente. De hecho, esa es la forma en que normalmente ocurre la notificación a quienes concurren como interesados, pues la citación ordenada por la ley para enterarlos de la existencia del proceso no es ella misma un acto de notificación. 

Fecha: 30 04 09

Rad. 01 2007 0112501

Acta 38

Proceso: Sucesión. 

Recurso de queja. 
Problema planteado: Si la notificación por conducta concluyente cabe en el proceso de sucesión y si de ella depende el nacimiento del término para interponer la apelación permitida en el art. 589. 

Juez de primera instancia: rechazó los recursos de reposición y apelación aduciendo que su interposición fue extemporánea. 

Decisión de la Sala de Familia: Concluyó que la decisión del recurso de apelación por su interposición extemporánea debe ser confirmada. 

MP José Luis Aramburo Restrepo. 
====== 0 0 ======
PRIVACION DE LA PATRIA POTESTAD.

Abandono al hijo. 

Ni siquiera el incumplimiento injustificado de los deberes de padre, conduce per se a la privación de la patria potestad, pues al efecto se requiere que el abandono sea absoluto y que obedezca a su propio querer.

Las obligaciones derivadas del vínculo paterno filial, respecto de su tratamiento legal, no son ajenas al régimen general de las obligaciones planteadas en el Código Civil y en el Código de Procedimiento Civil, respecto de su exigibilidad y prueba, y siendo ello así, no cabe duda alguna respecto a que imputado el incumplimiento de alguna obligación a determinada persona, a quien se le endilga tal circunstancia le corresponde demostrar el cumplimiento de esa obligación, o demostrar, para su exoneración, hechos o circunstancias que justifiquen ese incumplimiento, obviamente, que sean aceptados legalmente como causales de justificación de ese incumplimiento.

En este caso, al señalar la parte demandante que su convocado en juicio no ha cumplido con sus obligaciones de padre, pone a su contraparte en la obligación de demostrar el cumplimiento de las obligaciones que se dicen insatisfechas, o en demostrar que existen causas aceptadas legalmente que lo exoneran o que justifican el incumplimiento, lo que aquí la parte pasiva no alegó y menos probó, lo que conduce a señalar que las pretensiones de la demanda están llamadas a prosperar. 

Siendo así las cosas, esta Sala de Decisión es coincidente con la valoración de las pruebas realizada por la a quo, puesto que se encuentran suficientemente probados los presupuestos de hecho para acceder a las pretensiones de la demanda, ya que de conformidad con lo establecido en la ley, el abandono del hijo es causa suficiente para la privación de la patria potestad, entendiéndose por abandono, el incumplimiento total de las obligaciones que como padres impone nuestra legislación civil.

Fecha: 03 04 09

Rad. 08 2006 00086 02

Acta 

Proceso: Verbal. Privación de la patria potestad.

Decisión de primera instancia: Condenó al demandado a la pérdida de la patria potestad por abandono a su hijo.

Decisión de segunda instancia: Confirma. 

MP. Henry Cadena Franco.  

====== 0 0 ======
PRIVACION DE LA PATRIA POTESTAD

Jurisdicción

Competencia por el factor territorial

Precisado que en este caso no puede afirmarse la jurisdicción de un estado extranjero para conocer de esta causa de privación de la patria potestad, rectamente se descarta la estructuración de la causal de nulidad decretada por la a quo, quien confusamente afirmó la inexistencia de jurisdicción como resultado de la inoperancia de las reglas de competencia de los numerales 1, 2 y 4 del artículo 23 del C.P.C., apreciación en la que además anduvo desacertada, pues aquí sí tiene cabida la regla especial del artículo 8° del decreto 2272 de 1989, en vista de que contrariamente a lo pregonado en la providencia atacada, la menor sí es demandante en litisconsorcio voluntario con la madre, ya que ésta demandó en su propio nombre y en su representación, motivo por el cual, como en esta ciudad de Cali tiene su domicilio la niña, la competencia por el factor territorial, en esta causa para la que sí tiene jurisdicción el Estado Colombiano -se insiste en precisarlo-, radica en primera instancia en los jueces de Familia de esta sede territorial, sin que sea de recibo para definir el asunto la regla del artículo 97 del Código de la Infancia y la Adolescencia, por reglar el tema de la competencia territorial respecto de autoridades administrativas en materia de familia, pero no de las judiciales.

Fecha: 13 05 09

Rad. 01 2007 00854 01

Acta 

Proceso: Privación de la patria potestad

Tema planteado: fuero especial por el factor territorial

Decisión de primera instancia: Anuló lo actuado por concurrente causal de nulidad insaneable por falta de jurisdicción.

Decisión de segunda instancia: Revoca auto y ordena la reanudación de la audiencia y el agotamiento de todas sus fases hasta dictar sentencia. 

MP. Carlos Hernando Sanmiguel Cubillos. 
SALA LABORAL
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Palacio Nacional. 

Foto tomada en 1950.
ACCION DE REINTEGRO

PROCESO DISCIPLINARIO CONVENCIONAL

El artículo 177 del Código Único Disciplinario (Ley 200 de 1995) derogó todas las disposiciones generales o especiales que regulaban las materias disciplinarias a todo nivel territorial y frente a todos los servidores del Estado, incluyendo las que correspondían al trabajador oficial. Por tanto, el tema de la legalidad o procedencia del proceso disciplinario, así como de las decisiones que lo dirimieron deben regirse por las disposiciones que integran la ley 200 de 1995, y en dirección a obtener que cesen los efectos jurídicos de las sanciones impuestas. Así entonces, no es posible dar despacho favorable a estas pretensiones, pues en principio el proceso disciplinario y sus decisiones se encuentran cobijadas por la presunción de legalidad de los actos administrativos, sin que sea dable efectuar una nueva valoración probatoria como lo propone el demandante la que a juicio de esta sala estaría por fuera de los lindes previstos en la ley 200, pues si bien es cierto esta jurisdicción es la encargada de conocer de los conflictos que se generan con ocasión del contrato de trabajo y por supuesto uno de ellos lo constituye el ejercicio de la facultad disciplinante del empleador, no lo es menos que en materia disciplinaria de servidores públicos hay una normatividad especial y posterior que regula en su totalidad el tema de manera autónoma, tal y como lo ha interpretado la jurisprudencia laboral, al diferenciar los efectos de la terminación del contrato por estar ante una justa causa prevista en la ley, de los que se causan cuando la desvinculación proviene del trámite disciplinario.

Cuando una convención colectiva de trabajo no cumple con las formalidades señaladas en la ley, no puede ser procedente el reintegro ordenado por el juez de primera instancia. Por otra parte, a partir de la entrada en vigencia de la ley 200 de 1995, el Código Único Disciplinario perdieron efectos los acuerdos convencionales que tenían previsto un régimen disciplinario distinto.

Fecha. 12 08 2009.

Radicación. 012-2004-298.

Acta. 016.

Proceso. Apelación Proceso Ordinario.

Petición. Reintegro al cargo que venía desempeñando al momento del despido y el consecuente reconocimiento y pago de salarios y prestaciones sociales legales y/o convencionales con sus respectivos reajustes causados entre la fecha de su despido y la fecha de reintegro. 

Problema jurídico: la parte recurrente plantea que los actos adtivos mediante los cuales se determinó la cancelación del contrato de trabajo se encuentran amparados por la presunción de legalidad, lo que los convierte en obligatorios e imperativos, y cuya nulidad le compete declararla al juez de lo contencioso adtivo.

La segunda parte: se plantea que la convención colectiva no reemplaza las normas que en materia disciplinaria rigen a los trabajadores oficiales, motivo por el cual y al efectuarse el procedimiento disciplinario establecido por la ley 200 de 1995 vigente al momento del despido de la trabajadora no puede el mismo ser catalogado como injusto.

Decisión de Primera Instancia. Condena al ISS a reintegrar a la demandante al cargo que venía desempeñando al momento de su despido, y al reconocimiento y pago de los salarios dejados de percibir con los reajustes legales y/o convencionales. 

Decisión de Segunda Instancia. Revoca.

MP. Beatriz Eugenia Cortes Becerra.
====== 0 0 0 ======

ACCIDENTE DE TRABAJO.
CULPA PATRONAL

La Prueba de los Elementos.

Los empleadores están obligados a garantizar la seguridad de sus trabajadores. Trabajador debe estar entrenado cuando debe manejar maquinaria o realizar operaciones que puedan poner en riesgo su integridad y su vida. se exige la demostración de la culpa patronal 

A la demandante le fue encomendado un reemplazo en la cocina, cuando explotó la estufa al encenderla, tuvo una quemadura del 50% de la superficie corporal. La demandante sostiene que la falta de capacitación y señalización, bloqueo e información sobre la in operabilidad del fogón fueron las causas del accidente. La entidad demandada, afirma que dio capacitación a la demandante y que fue su culpa, al encender todas las llaves, incluida la que correspondía al freidor retirado las que generaron la explosión de gas. La Sala concluye después de las pruebas examinadas que la demandante estaba ejecutando labores propias de su cargo para las cuales había recibido inducción, debiéndose apartar así de la conclusión del juez a-quo. 

Los empleadores están obligados a garantizar la seguridad de sus trabajadores, a suministrarles todo lo necesario para poder cumplir sus labores eficientemente y seguramente, de estar entrenados cuando deben manejar maquinaria o realizar operaciones que puedan poner en riesgo su integridad y su vida. Además, se exige la demostración de la culpa patronal por parte de los demandantes,  que pueda establecerse cuando los hechos muestren que faltó diligencia y cuidado que se debe emplear ordinariamente en sus negocios. 

En conclusión, a juicio de la Sala no se logró demostrar que la demandante careciera de la información necesaria para ejecutar adecuadamente el encendido de las estufas o que no conociera los peligros de trabajar con gas propano, para a partir de allí justificar su conducta a la hora de operar las llaves que permitían la salida de gas a los fogones. Tampoco se demostró la afirmación de la demandante consistente en que tres meses de trabajo en la zona de cafetería fuera un periodo insuficiente para operar las cocinas. Así entonces, tal y como lo advirtió el impugnante no obra prueba en el expediente que de manera fehaciente relacione el accidente sufrido por la demandante con una actitud negligente , descuidada o apartada de sus obligaciones en la sociedad empleadora, imponiéndose así la revocatoria de la decisión de primera instancia para en su lugar absolver a la entidad demandada.

FECHA. 21 08 2009.

RADICACIÓN. 003-2003-674.

ACTA. 018.

PROCESO. Apelación proceso ordinario.

PETICIÓN. La declaración de responsabilidad por accidente sufrido, y que en consecuencia se condene a la entidad a indemnizar los daños y perjuicios fisiológicos y morales causados a la demandante. 

DECISIÓN DE PRIMERA INSTANCIA. Condena al almacén demandado a pagar por concepto de perjuicios morales. 

DECISIÓN DE SEGUNDA INSTANCIA. Revoca.

MP  Beatriz Eugenia Cortes Becerra.
====== 0 0 0 ======

ACCIDENTE DE TRABAJO
Culpa patronal. Trabajador oficial
Accidente ocurrido fuera del lugar y horas de trabajo. 
Según el Decreto 1295 de 1994, es también accidente de trabajo aquel que se produce durante la ejecución de órdenes del empleador, o durante la ejecución de una labor bajo su autoridad, aun fuera del lugar y horas de trabajo (…). Norma aplicable en la medida en que sólo fue declarada inexequible mediante sentencia C-858 de 2006, esto fue, después de acaecido el accidente que es objeto de estudio en este proceso, contando además la Sala con la descripción de la misma Ley 6 de 1945.

Fecha: Junio 8 de 2009

Rad. 0003-2005-525

Act. N° 010

Proceso ordinario laboral

Pretensión: que se reconozca que el accidente sufrido por el señor XXXX en noviembre de 19 de 2002, en el cual perdió la vida, obedeció a una culpa patronal por falta de medidas de prevención e incumplimiento de normas en salud ocupacional del Hospital demandado. . Que se declare a pagar la indemnización total y ordinaria consagrada en el artículo 12 de la Ley 6 de 1945.

Que se reconozca al demandante y a sus hijos, la indemnización por perjuicios por responsabilidad plena en los entes públicos, lo que incluye perjuicios materiales y morales.

Decisión de primera instancia: se absolvió a la parte demandada de todas las pretensiones incoadas en su contra.

Decisión de segunda instancia: revoca la sentencia de primera instancia y condena al demandado al pago de las indemnizaciones por perjuicios materiales y morales.

M.P. Beatriz Eugenia Cortes Becerra.
====== 0 0 0 ======
CONTRATO COOPERATIVO

Convenio de asociación trabajo

Para la Sala Laboral las partes celebraron un convenio de asociación trabajo, por medio del cual el demandante entraba a formar parte de los asociados de la cooperativa y por ende como asociado trabajador de la misma. 

Entre la cooperativa y la empresa demandada se celebró un convenio cuyo objeto fue otorgar exclusividad a los trabajadores asociados a la cooperativa para realizar actividades de apoyo en las ausencias del personal de planta. La cooperativa demandada se constituyó atendiendo los parámetros legales. Al demandante se le cancelaba una compensación por servicios por parte de la cooperativa demandada. 

Fecha: 19 06 09

Rad. 01 2005 00430 01

Acta 16

Proceso: Ordinario.

Pretensión: Indemnización por despido, cesantías, primas, intereses, sanción moratoria.

Decisión de primera instancia: Declara que existió contrato de trabajo y condena al pago de las pretensiones.

Decisión de la Sala Laboral: Revoca y absuelve a la demandada. 

MP. Fabián Vallejo Cabrera.  
====== 0 0 0 ======
CONTRATO DE PRESTACIÓN DE SERVICIOS


SOLIDARIEDAD

El pago de las acreencias laborales, serán pagadas solidariamente tanto por el beneficiario  del trabajador o dueño de la obra y el contratista. No será solidario el pago  por parte del beneficiario del trabajador o dueño de la obra, cuando el  trabajador  trate labores extrañas  a las actividades normales de su empresa o negocio, tal y como lo establece el articulo 34 del código sustantivo de trabajo, subrogado por la ley 2351 del 65 art 3. Teniendo en cuenta que la vigilancia de los bienes, no solo de uso común, conforma  la propiedad horizontal, no son actividades ajenas de objeto de la unidad el  hecho de haber cuidado el establecimiento de  comercio.

FECHA: 28  de mayo del 2009

RADICACIÓN No. 76-001-31-05-001-2004-000723

ACTAS: No.130

PROCESO: Ordinario 

Pretensión: Obtener la declaración  de la existencia de un contrato de trabajo, para que se realice el debido pago de las acreencias laborales 

Decisión de primera instancia: condeno al pago de las acreencias laborales de actor al la empresa de seguridad privada y a un socio de la misma. Absolvió a los copropietarios del la  residencial donde el actor trabajaba, como vigilante 

Decisión de Segunda Instancia: Adicionar, condenar solidariamente a los copropietarios de la unidad residencial. 

MP: Antonio José Valencia Manzano.

====== 0 0 0 ======

FUERO SINDICAL

Abuso de poder dominante del empleador
Prohibición de exigir requisitos cuando se ha pactado en una norma convencional la ampliación del fuero sindical a nuevos trabajadores

Es abuso del poder dominante de la empleadora unilateralmente pretender reglamentar o impartir instrucciones sobre como comunicar la existencia del fuero sindical, cuando el procedimiento para notificar la elección está claramente regulado por el artículo 363 del C.S.T. (… EL SINDICATO… comunicará por escrito al respectivo empleador y al inspector del trabajo –la elección de los nuevos aforados- con la  declaración de los nombres e identificación de cada uno… El inspector o el alcalde, a su vez, pasarán igual comunicación inmediatamente). Y
 téngase en cuenta, que tal comunicación que hace el sindicato a la empleadora no es para que ésta acepte o no, o para solicitarle el fuero sindical (el cual ya está otorgado en la CCT- 2005), o lo discuta o ponga en tela de juicio, sino simplemente para ponerle en conocimiento de la elección de la trabajadora en el beneficio del fuero, con el proceder de los representantes de la demandada se vislumbra conducta contraria a la buena fe que predica el artículo 55 del C.S.T, lo que les permitía birlar la notificación y proceder al despido. El artículo de la CCT – 2005- 2007, no regula ni condiciona tal efectividad a requisito distinto que sea trabajadora de la empleadora, afiliada y que sea elegida beneficiaria del fuero convencional. Nada más. Interpretación diferente es violar la autonomía que por bloque de constitucionalidad tiene la organización sindical para darse sus Estatutos y proceder a hacer los nombramientos y elecciones conforme a esos reglamentos. En lo que ni siquiera el juez puede intervenir ni objetar, menos el empleador cuando no sea por causas legales. Mientras sindicato y empleador  no reglamentan en anexo o convencionalmente el artículo referido, las partes están obligadas a cumplir con el mencionado artículo 2 y al art. 363 C.S.T., para que se perfeccione el estatus de aforada en cabeza de la demandante, que fue lo que hizo el sindicato ad pedem lettere.

Fecha: 22 04 09

Rad. 02-2006-0438-00

Acta  Nº 028

PROCESO ESPECIAL DE FUERO SINDICAL –ACCION DE REINTEGRO

Pretensión: La demandante pretende ser reintegrada a la sociedad y se condene a la demandada al pago de salarios dejados  de percibir desde el despido hasta el reintegro efectivo.
Decisión de primera instancia: El juzgado Cuarto laboral de Descongestión del Circuito de Cali absolvió a la demandada de todos los cargos formulados y condenó en costas a la demandante

Decisión de segunda instancia: Condena a la sociedad a reintegrar a la señora  al mismo cargo y condiciones en que laboraba, y a título de indemnización a pagar los salarios dejados de percibir desde el despido hasta cuando se efectivamente reinstalada.

M.P. Luis Gabriel Moreno Lovera
====== 0 0 0 ======
INCREMENTO PENSIONAL DEL 14%

Para cónyuge e hijos discapacitados.

Intereses moratorios.

Prescripción 

Los intereses moratorios se causan por el incumplimiento en el pago de las mesadas pensionales, no siendo procedente la condena por este concepto  en los incrementos  pensionales, toda vez que,  estos no son mesadas, y además con la indexación  se  presenta la actualización del dinero por la pérdida del poder adquisitivo de la moneda en razón del fenómeno inflacionario que afecta la economía en general, con lo que el dinero que por incremento ha debido recibir el pensionado tiempo atrás, se ve disminuido a la fecha cursante, luego entonces, se daría una doble condena por conceptos que tienen igual finalidad.  Por lo tanto se  revocará el numeral 2°  de la sentencia impugnada en el sentido de  absolver al ISS de los intereses moratorios previstos en la Ley 100 de 1993.  

Ahora bien, también manifestó inconformidad el apelante con la decisión tomada por el Juez A-quo, respecto a la prescripción, pues considera que la acción a reclamar el derecho al incremento por cónyuge se encuentra prescrita si se tiene en cuenta que se debe dar aplicación a la prescripción de un año consagrada  en el artículo 50 del Acuerdo 049 de 1990. 

Al respecto, la Jurisprudencia ha señalado  que en cuanto al cobro de mesadas pensiónales dejadas de pagar, las acciones previstas para ello  si prescriben, y en esos casos se aplica la regla general de prescripción de las leyes sociales de tres (3) años, que fue la tenida en cuenta en la providencia recurrida, amén de que el derecho a reclamar el incremento aludido, resulta  imprescriptible, siendo posible aplicar la prescripción a los incrementos causados y no cobrados oportunamente. Lo anterior, en la medida en que no se trata de factores salariales dejados de tener en cuenta sobre los que si cabe la prescripción, sino de un incremento  que tiene vocación de subsistir mientras perduren las causas que le dieron origen (Art. 22 Acuerdo 049/90).

Fecha: 23 06 09

Rad. 10 2008 856
Acta 035

Proceso: Ordinario.

Decisión de primera instancia: Condenó al ISS a incrementar la pensión de vejez en un 14% a favor de su esposa y en un 28% a favor de sus cinco hijos discapacitados debidamente indexadas al momento de su pago y al pago de intereses moratorios.

Decisión de la Sala Laboral: Revoca y absuelve al ISS de los intereses moratorios. 

MP Carlos Alberto Oliver Gale. 

====== 0 0 0 ======
INDEMNIZACION MORATORIA

Por el no pago de prestaciones sociales. 

Buena fe del empleador. 

Jueces laborales deben valorar la conducta del empleador renuente al pago de salarios y prestaciones debidos a la terminación del vínculo laboral, para deducir si existen motivos que lo exoneren de la sanción moratoria. 

En lo concerniente al pago de la indemnización moratoria por no pago de prestaciones  sociales,  debe recordarse que la indemnización moratoria se estructura  si a la terminación  del contrato de trabajo, el  empleador  no paga al trabajador, los salarios y prestaciones sociales adeudadas  o los paga  en forma incompleta, sin embargo, esta sanción no es automática sino que se requiere  para que se emita condena por tal concepto que el juez examine la conducta  del empleador  y determine  que éste  no haya actuado  de buena fe.

El análisis  de la conducta del empleador  debe hacerse  en cada caso  concreto, de tal manera  que se precise  si ha  estado asistido  por razones serias  y atendibles  para no cancelar  al momento de la terminación del contrato, los salarios  y prestaciones sociales,  derivado  en consecuencia tal accionar, según las circunstancias  la buena o mala, que debe  estar probada, la primera exime al empleador  de tal condena y en caso  contrario, debe emitirse  la correspondiente  condena.

La buena  fe implica con lealtad, con rectitud, de manera honesta, en contraposición  del proceder  de mala fe, que conlleve  la obtención  de ventajas  sin una suficiente  dosis de probidad  o pulcritud, tal como lo ha expresado la casación civil de la Corte Suprema, en sentencia de 23 de junio de 1958.
Del análisis de las pruebas a las que se ha hecho referencia con anterioridad,  no se deduce la buena fe por parte del  demandado,  ya que  existió una negativa del mismo frente al pago de prestaciones sociales.
Fecha: 28 04 09

Rad. 02D 2004 674

Acta 019

Proceso: Ordinario.

Tema jurídico: Indemnización moratoria.

Decisión de primera instancia: Absolvió a la demandada de los cargos formulados. 

Decisión de la Sala Laboral: Revoca y condena al pago de lo pretendido y al pago de la indemnización moratoria.

MP. Carlos Alberto Oliver Gale. 
====== 0 0 0 ======
INCREMENTO PENSIONAL POR CONYUGE
Pensión de Invalidez.

Éste caso es muy diferente al cúmulo de demandas en donde se busca ls misma pretensión contra el ISS, pero, se diferencia en cuanto que el derecho reconocido fue la pensión de invalidez y no de vejez.
Para los casos de pensión de invalidez no procede. El presupuesto fáctico de la pensión de vejez lo constituye el haber alcanzado una edad legalmente determinada con la que el legislador presume que la capacidad laboral se merma al punto que es difícil pretender derivar la subsistencia exclusivamente del trabajo de la persona. No existe relación ésta circunstancia con el fundamento de facto de la pensión de invalidez, porque esta no está basada en la edad del trabajador sino en una patología o accidente de trabajo que independientemente de aquella le sustrae su capacidad laboral en un 50% o más. En ese sentido, la pensión de vejez tutela su riesgo correspondiente y la de invalidez protege el suyo. 

De manera que reclamar igual trato para dos situaciones por naturaleza diferentes, es despropósito, porque lo diferente no puede ser igual.

Fecha. 16 06 2009.

Radicación. 04 2008 01153 01

Acta. 15.

Proceso. Apelación Proceso Ordinario.

Petición. Reconocimiento y pago del incremento de pensión por cónyuge, retroactivo, indexación y costas del proceso.

Decisión de Primera Instancia. Condena al ISS al reconocimiento y pago del incremento pensional por cónyuge, en un 14% de la pensión, y además, a pagar la indexación correspondiente a la suma adeudada.

Segunda Instancia. Revoca totalmente la sentencia apelada.

Magistrado Ponente. Fabián Vallejo Cabrera.

====== 0 0 0 ======

PENSIÓN

RÉGIMEN DE TRANSICIÓN

El régimen de  transición  establecido por las partes convencionales, sindicato y empleador, obliga a éste en virtud del articulo 48 CCT-2004, que remite al anexo1 jubilaciones que es  reproducción textual  del articulo 104 de la CCt-1999, que por  interpretación sistemática de esta con su anexo pertinente, el cual  contempla como factores salariales todo lo percibido por el pensionante en el ultimo año de servicios, incluyendo  la prima de vacaciones y la antigüedad, para dar lugar a la reliquidación de la pensión, objeto  del proceso.

Interpretando sistemáticamente  las normas CCT-2004 y CCT- 1999, se llega  de todas formas a la conclusión final  que  el actor es beneficiario del articulo 48  regimen de transición – CCT/2004, que remite al articulo  104 de la CCt-1999, el que dispone  que la pensión se liquide con el 90% del promedio de lo devengado en el ultimo año de servicio,  es decir  que se debe incluir como factores, entre otros, prima de vacaciones y prima de antigüedad y continuidad.

Luego no hay duda  que al actor  se le debe liquidar la pensión  incluyendo la prima de  vacaciones y la prima de antigüedad, reclamadas, y aplicando  la regla del 90% a la sumatoria promediada. Conforme al articulo 66 “A”  del C.P.T y SS., reformado  por el Articulo 35 de la ley 712 del 05 de diciembre de 2001, no  habiendo sido materia de ataque la liquidación, ni los guarismos, como tampoco operaciones, a lo expuesto se limita el estudio, y se confirma la decisión del a quo.

FECHA: 10 de junio del 2009

RADICACIÓN No. 2007-0474-00

ACTAS: No.041

PROCESO: Ordinario 

Pretensión: Que se declare que accedió el 9 de marzo de 2005 a la pensión por cumplir los requisitos convencionales, que la demandada no puede abstenerse de promediar primas  de vacaciones y primas de antigüedad. 

Decisión de primera instancia: condenó  a la empresa a pagar la reliquidación de la pensión  de jubilación indexadas

Decisión de Segunda Instancia: Confirma, la decisión de primera instancia.

Magistrado Ponente: Antonio José Valencia Manzano.

====== 0 0 0 ======

PENSIÓN DE INVALIDEZ

Principio de la Condición Más Beneficiosa.

La norma aplicable para obtener el reconocimiento de la pensión de invalidez es la vigente al momento al momento en que se estructura la invalidez. Significa que para enero 6 de 2005 la norma es la Ley 860 de 2003 por medio de la cual se modificó la Ley 100 de 1993. Ahora bien, mediante sentencia de constitucionalidad se declaró inexequible el requisito de fidelidad al sistema contenido en el artículo 1, no obstante la decisión es de julio 1 de 2009 del cual en la actualidad solo se conoce el texto del comunicado de prensa, sin que sea posible establecer si se otorgaron efectos retroactivos a la decisión. Siendo esto así, la exigencia para el demandante incluye los dos requisitos del mencionado artículo en su texto original, rigiéndose por el efecto general de las decisiones de exequibilidad. Existe la imposibilidad de  acudir a la norma anterior a la Ley 860 de 2003, esto es al texto original de la Ley 100 de 1993 por no haberse previsto un régimen de transición para el caso de pensiones de invalidez y estar ante una exigencia de semanas más favorable que la prevista en la ley que antecede.

El principio de la condición más beneficiosa en materia pensional tiene aplicación respecto a aquellas personas que habiendo cumplido con un nivel elevado de cotizaciones antes de la entrada en vigencia del Sistema General de Pensiones, tal como lo determinaba el artículo 6 del Acuerdo 049 de 1990 del ISS, no cumplían con las 26 semanas para el momento de la invalidez o de la muerte exigidas por la Ley 100 de 1993, pero en razón a que se consideró que la nueva legislación traía una exigencia menor en número de cotizaciones respecto de la legislación anterior.

Ésta Sala impone la revocatoria de la decisión de primera instancia y en su lugar decide absolver al ISS de la pretensión formulada en la medida que los requisitos del artículo 1 no están reunidos en su totalidad.

Fecha. 09 09 2009.

Radicación. 006-2006-354.

Acta. 020.

Proceso. Apelación Proceso Ordinario.

Petición. Reconocimiento y pago  de la pensión de invalidez de origen no profesional, reajustes mesadas adicionales, intereses moratorios, indexación y costas.

Decisión de Primera Instancia. Condena al ISS a reconocer y pagar la pensión de invalidez del demandante a partir del 1 de enero de 2005, los intereses moratorios y la compensación de los valores pagados por indemnización sustitutiva. 

Decisión de Segunda Instancia. Revoca la sentencia apelada.

Magistrado Ponente. Beatriz Eugenia Cortes Becerra.

====== 0 0 0 ======

PENSIÓN DE INVALIDEZ.

Dictámenes de incapacidad

Fecha de estructuración de la pérdida de la capacidad laboral.

En el presente caso se está ante  dos dictámenes de incapacidad. El primero, realizado por el ISS en el que dictaminó una pérdida de capacidad del 73% (febrero 8 2000), y el segundo dictado por la Junta de Calificación de Invalidez determinó una pérdida de capacidad del 68.5% (septiembre 27 2004). De acuerdo al artículo 41 de la Ley 100 de 1993, se permitía la calificación de la pérdida de capacidad en primer lugar a la EPS, pero fue modificado por el Decreto 2463 de 2001 estableció que el trámite de calificación recaía exclusivamente en las Juntas Regionales y Nacional de Calificación de Invalidez.  Entonces la Sala entra a considerar si el ISS estaba facultado para solicitar una revisión de la calificación realizada en el año 2000. 

Teniendo en cuenta lo establecido en el artículo 44 de la Ley 100 de 1993, el ISS están facultado para solicitar la revisión del estado de invalidez de una persona a la que ya se le reconoció la pensión, también lo tiene para solicitar la misma antes de otorgarla, especialmente cuando entre el dictamen inicial y la fecha en que se reexamina al afiliado han transcurrido más de 3 años. Siendo así, no se está ante un derecho inamovible como lo pretende el demandante y al parecer lo entendió el a-quo, sino a una facultad que podía ejercer la demandada previamente al reconocimiento de la pensión, conducta acorde a la disposición mencionada, que se encuentra vigente. Entonces, se estableció como fecha de estructuración el 27 de septiembre del año 2004, y por lo tanto la ley aplicable es la Ley 797 de 2003, y a partir de ese momento surgió la obligación para la demandada de reconocer la pensión de invalidez, y la Sala procede a revocar la sentencia de primera instancia porque la calificación inicialmente efectuada al demandante quedó sin efectos. 

Fecha. 12 08 2009.

Radicación. 0012-2006-444.

Acta. 016.

Proceso. Apelación Proceso Ordinario.

Petición. Reconocimiento y pago del retroactivo sobre la pensión de invalidez desde el momento en que se estructuró la enfermedad hasta la fecha en que le fue reconocida la pensión, los intereses moratorios y las costas. 

Decisión de Primera Instancia. Condena al ISS al reconocimiento del retroactivo pensional al demandante causado entre la fecha en que se estructuró la enfermedad y la fecha en que se reconoció la pensión.

Decisión de Segunda Instancia. Revoca la sentencia apelada.

MP. Beatriz Eugenia Cortes Becerra.
====== 0 0 0 ======

PENSIÓN DE SOBREVIVIENTES.

Condición más Beneficiosa en Vigencia de Ley 100.

Cuando el fallecimiento del afiliado o pensionado se produce en vigencia de la Ley 100 de 1993, y se encuentran reunidos los requisitos del Acuerdo 049 de 1990, se puede dar la aplicación de la condición más beneficiosa para reconocer la pensión de sobrevivientes. 

El principio constitucional de la condición más beneficiosa en materia de pensión de sobrevivientes, se puede aplicar cuando un afiliado hubiese reunido el número mínimo de semanas cotizadas para dejar causado el derecho a la pensión de sobrevivientes, en vigencia de los artículos 6 y 25 del Acuerdo 049 de 1990, aprobado por el Decreto 758 del mismo año, como eran 300 semanas en cualquier época o 150 dentro de los 6 años anteriores a la muerte, pero falleciere después de la entrada en vigor del Sistema General de Pensiones consagrado en la Ley 100 de 1993, sin reunir las exigencias del artículo 46, esto es, la de encontrarse cotizando en ese momento al sistema y hubiere efectuado aportes durante por lo menos 26 semanas en el año inmediatamente anterior a su deceso. 

El requisito que exige el Acuerdo 049 de 1990 se cumplió en el caso concreto, motivo por el cual los demandantes tienen derecho al reconocimiento de la pensión de sobrevivientes que reclaman.

Fecha. 21 09 2009.

Radicación. 008-2006-427.

Acta. 021.

Proceso. Apelación Proceso Ordinario.

Petición. Reconocimiento y pago de la pensión de sobreviviente al compañero permanente e hijos de la causante. 

Decisión de Primera Instancia. Absuelve al ISS.

Decisión de Segunda Instancia. Revoca.

Magistrado Ponente. Beatriz Eugenia Cortes Becerra.

====== 0 0 0 ======

PENSIÓN DE SOBREVIVIENTE
Mora en el pago de los aportes

Si se  establece que la entidad administradora  ha sido negligente en la gestiones de cobro o  ha omitido pagarla debe asumir la obligación de pagar la prestación

La jurisprudencia enseña  que para determinar las consecuencias del cumplimiento  del empleador en cuando a la obligación de pagar  oportunamente las cotizaciones al sistema, es preciso encaminar  las acciones desplegadas por la Administradora de fondo de pensiones para el recaudo efectivo de los correspondientes aportes; así, si se establece que la entidad administradora  ha sido  negligente en las gestiones de cobro  o ha  omitido adelantarlas, debe asumir la obligación de pagar la prestación.

FECHA: 30 de Junio del 2009

RADICACIÓN No. 011-20004-00776-01

PROCESO ORDINARIO: Ordinario (Sentencia Apelada)

Decisión de primera instancia: absolvió ala demandada  de todas las pretensiones de la demanda.

Decisión de Segunda Instancia: PRIMERO: Revoca  la sentencia  consultada  y condena  a la demandada al pago de indemnización por despido injusto a favor del demandante. Segundo: absuelve  a la demandada a  las demás pretensiones de la demanda.

M. P. Antonio José Valencia Manzano
====== 0 0 0 ======

PENSIÓN DE SOBREVIVIENTES

La pensión de sobrevivientes ha lugar conforme al articulo 25 y 6 lit. ay b del acuerdo 049 y decreto 758 aprobatorio de 1990, que exige 150 semanas cotizadas en los seis años anteriores a la muerte de causante ó 300 semanas cotizadas durante  su vida laboral, en cualquier tiempo, aplicable por condición las beneficiosa. Pero, teniendo encuentra  las cotizaciones del causante al régimen subsidiario  en pensiones  por conducto de prosperar hoy, la parte demandada debe contabilizar, sin depender  que sea por vía voluntaria  contributiva o de regimen subsidiario en pensiones, también se cumple la  densidad de semanas que exige los lit ,a) o b) del articulo original 26  de la ley 100 de 1993.Se causa interese moratorios del articulo 141 id ídem..

La persona que es aceptada, por reunir  los requisitos mencionados en esta sentencia, como beneficiaria, queda vinculada al seguro social, bajo el regimen de prima media con prestación definida (RPMPD), y frente al reconocimiento y decisión de las prestaciones económicas, quedan  cubiertas las  contingencias por vejez, muerte e invalidez, consistentes en pensión de vejez, pensión de sobrevivientes o sustitución pensional, pensión de invalidez, indemnización sustitutiva y auxilio  funerario, estas serán  otorgadas según el regimen de  transición (art. 36; ley 100/93) si están bajo esta calidad o de conformidad (hoy) con la ley  797 de 2003. ( ver artículos 25 a 30, ley 100/93; decreto 1127/94; decreto 305/95). Se impone concluir que las cotizaciones efectuadas por el trabajador independiente no dejan de serlo, ni pueden calificarse  de nulas o ineficaces, como al parecer lo entiende el instituto demandado,  por efectuarse en un periodo  que podría llamarse extemporáneo, dado que de lo establecido  por el legislador, no surte efectos retroactivos, por lo que en consecuencia, no piden ser tildadas de irregulares, había consideración que siempre se harán para cada periodo  “en forma anticipada”, y como dice la ultima norma citada, “si no se reportan anticipadamente, se reportaran al mes siguiente”

FECHA: 25 de febrero de 2009

RADICACIÓN No. 76-001-31-05-007-2006-0030-00

ACTA: No.017

PROCESO: Ordinario 

Pretensión: obtener  la pensión de sobrevivientes, los interese moratorios de la ley 100 de 1993, los incrementos y mesada adicionales, con loa respectiva indexacion y corrección monetaria, lo ultra y extra petita.

Decisión de primera instancia: Condeno al la parte demandada al pago de cesantías, intereses de cesantía, prima semestral y vacaciones; absolvió de la demás pretensiones formuladas en su contra por el actor y condeno en constas al demandado.

Decisión de Segunda Instancia revocar la sentencia consultada. En su reemplazo dispone, declarar no probadas la excepciones, condenar  a la parte demandada a favor de la demandante, la pensión  de sobrevivientes y absuelve de las restantes pretensiones. Constas a la primera instancia a cargo de demandado y en segunda instancia no se causaron costas.

MP: Dr. Luís Gabriel Moreno Lovera.      

PENSIÓN DE VEJEZ.

Es requisito para el reconocimiento de la pensión de vejez que el cotizante realice la desafiliación al régimen.

La pensión de vejez no puede ser reconocida oficiosamente, es necesaria la petición de parte, por lo tanto, el ISS no puede desarrollar su objeto como ser de la seguridad social de manera oficiosa, lo cual no impide establecer planes y programas para los prepensionados, pero si reconocer la autonomía del afiliado referente a la fecha de goce de la pensión, la cual viene determinado, por supuesto, por la libre elección del momento del jubileo, punto que sin duda se perfila con la posibilidad de no pensionarse a pesar de cumplir o tener ya satisfecho los requisitos pensionales. Pues la ley le concede sin obligación de retiro, la calidad de trabajador hasta tanto él lo determine, lo cual puede hacer para potenciar su pensión y así recibir más ventajosa su mesada, ya que puede seguir cotizando hasta el cumplimiento de los 65 años de edad.

Dice la Sala que debe mediar la comunicación sobre la desafiliación del sistema, obligación que no corresponde al I.S.S.

Fecha: 30 06 2009.

Radicación: 76001-31-05-010-2007-0063301.

Acta: 12

Proceso: Ordinario. Apelación de Sentencia.

Petición: El reconocimiento y pago del retroactivo de la pensión de vejez y los respectivos intereses moratorios.

Decisión de Primera Instancia: Condena al ISS al reconocimiento y el pago al demandante de las mesadas pensionales correspondientes al retroactivo de su pensión de vejez, como también los intereses moratorios consagrados en el artículo 141 de la Ley 100 de 1993.

Decisión de Segunda Instancia: Revoca la decisión de primera instancia, y absuelve al ISS de todas las reclamaciones formuladas por el demandante.

Magistrado Ponente: Carlos Alberto Carreño Raga.
======000======

PENSION DE VEJEZ
RELIQUIDACIÓN DE MESADA PENSIONAL

Fundamentado en la Ley 100 de 1993.

Para establecer la normatividad vigente para proceder al reconocimiento de la pensión de vejez, debe situarse en el momento en el cual el afiliado reúne los requisitos de semanas de cotización o tiempo de servicios y edad; en momento alguno, a efecto de fijar este concepto se debe acudir a la fecha de exigibilidad de la obligación, esto es, cuando el afiliado reporta la novedad del retiro, pues a lo que alude el artículo 13 del Decreto 758 de 1990, es a los efectos liquidatorios de la última cotización, no a sus efectos de exigibilidad. 

La norma aplicable para que un afiliado al ISS obtenga el derecho a la pensión de vejez, es la vigente cuando los requisitos se reúnan, sin importar si el último pago de la cotización se efectuó cuando ya había entrado en vigencia la Ley 100 de 1993, el derecho a la pensión ya se había adquirido.

Cabe aclarar que tanto la causación como el disfrute de la pensión de vejez son dos figuras jurídicas que se deben confundir, tienen identidad y efectos propios. La primera se estructura cuando se reúnen los requisitos mínimos establecidos en la Ley para acceder a ella y, el segundo, que presupone el cumplimiento de la primera de las citadas, se da cuando se solicita el reconocimiento de la pensión a la entidad de seguridad social, previa desafiliación del seguro de invalidez, vejez y muerte, es otorgada y el beneficiario entra a gozar de ella.

Al caso concreto, el ISS aplicó el sistema de liquidación previsto en el Decreto 758 de 1990, que era el aplicable y se ajusta a derecho, sin que sea posible aplicar el principio de favorabilidad en la medida en que no hay un conflicto entre dos normatividades vigentes, pues lo cierto resulta ser que cuando se reunieron los requisitos de edad y semanas cotizadas la norma vigente era ésta y no la ley 100, imponiéndose así la absolución de la demanda. 

Fecha. 21 08 2009.

Radicación. 0001-2006-300.

Acta. 018.

Proceso. Apelación Proceso Ordinario.

Petición. Que el ISS sea condenado a calcular el IBL con fundamento en el régimen de transición, esto es, teniendo en cuenta el promedio de toda la vida laboral del demandante, a reajustar la mesada pensional año por año, junto con las mesadas adicionales, así como los intereses moratorios.

Decisión de Primera Instancia. Condena al ISS a reliquidar el IBL, y condenar al pago de las diferencias resultantes y a los intereses moratorios.

Decisión de Segunda Instancia. Revoca la sentencia apelada.

Magistrado Ponente. Beatriz Eugenia Cortes Becerra.
====== 0 0 0 ======
PRESCRIPCIÓN DE LOS DERECHOS LABORALES

No se considerara interrumpida la prescripción cunando la nulidad del proceso comprenda la notificación del auto admisorio  Art, 91 del C.P.C

La presentación de la demanda, la cual es uno de los dos mecanismos para la interrupción de los derechos laborales, interrumpe la prescripción de los derechos laborales siempre y cuando se cumplan los requisitos contemplados en el artículo 90 del C.P.C “la presentación de la demanda  interrumpe el término para la prescripción , siempre  que  el auto admisorio de aquélla, se notifíquela demandado dentro  del termino  de un (1) año contado a partir del día siguiente  a la notificación al demandante de tal providencia, por estado o personalmente” . 

FECHA: 30 de  junio del 2009

RADICACIÓN No. 010-2000-00797-01

PROCESO: Ordinario (Sentencia apelada)

Pretensión: Que se declare la existencia  de un contrato  único de trabajo, la ocurrencia  de la sustitución patronal,  y la responsabilidad del empleador por el accidente de trabajo y en consecuencia  obtener  el reconocimiento  y el pago  de la indemnización por despido injusto.

Decisión de primera instancia: si hubo una única relación  laboral  y en consecuencia deberá salir a cubrir los derechos prestacionales que se generan por dicho vínculo. Dispuso que los salarios cancelados  al demandante durante el año 2000 se  tuvieran  en cuenta como el pago  de mesada pensional, dada la demanda  de reconvención.

Decisión de Segunda Instancia:  REVOCA.

MP: Antonio José Valencia Manzano
====== 000 ======

PRUEBA DEL CONTRATO VERBAL

Habiendo libertad de prueba, para demostrar la relación laboral se tiene en cuenta las pruebas allegadas  al proceso y la conducta procesal de las partes asumidas durante el proceso y los indicios que se infieran de ellos. Al proceso fueron allegadas le copia de certificado expedido por  la Cámara de Comercio de Cali, en el cual consta que la parte demandada es la administradora de  el establecimiento de comercio. También se encuentra fotocopia  de la liquidación de las prestaciones sociales, del demandante,  en la cual consta lo siguiente: tipo de contrato, verbal; fecha de ingreso; fecha de retiro; motivo del retiro, unilateral; tiempo de servicio; salario promedio; auxilio de transporte; total de liquidación por cesantías, intereses  a las cesantías, vacaciones e indemnización. También hay pruebas copias de libros auxiliares donde aparecen gastos médicos sufragados por la parte demandada a la parte demandante, y entre otras pruebas… Demostrados los elementos de la relación laboral y del contrato  de conformidad  con el articulo 22 CST, lleva a cabo aplicar la presunción  de que esa relación de trabajo al tenor del artículo 24 regida por un contrato de trabajo a termino indefinido.

FECHA: 10  de junio de 2009

RADICACIÓN No. 76-001-31-05-004—2004-00419-00

ACTAS: No.041

PROCESO: Ordinario 

Pretensión: Que se declare la existencia de un contrato a termino indefinido que termino por despido unilateral injustificado de la demandad y que como consecuencia se condene a cancelar indemnización por despido injusto, reajuste de pretensiones sociales como cesantías e intereses  y prima, indemnización moratoria por el pago  oportuno de las prestaciones sociales, indexacion, todo lo que resulte probado, costas y agencias en derecho. 

Decisión de primera instancia: Absolvió a la parte demandada de todos y cada uno de los cargos formulados  por la parte demándate y condeno a costas al actor.

Decisión de Segunda Instancia: Revoca la parte resolutiva apelada, para en su lugar: condenar a la demandad  a pagar indemnización por despido injustificada, cesantías, intereses  a las cesantías, vacaciones y primas. Segundo Absuelve de los demás pedimentos. Tercero: condena a costas a  ambas partes.

MP Dr. Luis Gabriel Moreno Lovera

====== 0 0 0 ======

Terminación de contrato de trabajo por justa causa

A juicio de esta sala se tiene que la entidad demandada, en dirección a demostrar la negligencia sustitutiva de la justa causa, logró demostrar que existían unas actividades que debería haber adelantado la demandada en su condición de gerente de la sucursal, encontrándose acreditado que las mismas no se surtieron de manera efectiva arriesgando con ello el patrimonio perteneciente al empleador.

Siendo así nos encontramos frente a la omisión por parte de la trabajadora en el cumplimiento de las funciones para las cuales fue contratada, falta grave calificada así en el contrato de trabajo (Fl. 34) causal de terminación unilateral por parte del empleador y que se detalló en la carta de despido entregada al demandante.

FECHA: Julio 22 de 2009

RADICACIÓN N°: 001-2004-178

REF: ordinario (sentencia apelada)

TEMAS: terminación de trabajo por  justa causa

Acta No 014

PRETENSIÓN: Reconocimiento y pago de de la indexación convencional, o en su defecto la legal, como consecuencia de su despido, la indexación, las costas y las agencias en derecho.

Decisión de primera instancia: condena al demandado al pago de la indemnización por despido injusto y al pago de su respectiva indexación

Decisión de Segunda Instancia: revoca y absuelve al demandado de todas las pretensiones.

MP: Beatriz Eugenia Cortes Becerra 

====== 0 0 0 ======
TRABAJO DOMINICAL Y FESTIVO.

Horas extras

Existencia

Si no hay claridad sobre el numero de horas y el numero de días en que trabajo horas extras, dominicales y festivos, habrá imposibilidad de acceder a la solicitud

La corte suprema de justicia  ha precisado que  cuando se pretende el pago de trabajo suplementario la prueba en la que se funde debe ser de una definitiva claridad y precisión, por cuanto el juzgador no puede hacer cálculos o suposiciones para deducir su número. 

FECHA: 30 de Junio del 2009

RADICACIÓN No. 006-2004-00565-01

PROCESO: Ordinario (Sentencia Apelada)

PRETENCIÓN: Que se declare la existencia  de un contrato de trabajo, y en consecuencia, obtener el reconocimiento de pago de cesantías, intereses a las cesantías, primas de servicios y vacaciones del ultimo periodo laborado.

Decisión de primera instancia: Declaro existencia de la inexistencia de la obligación, absolvió a la parte demandada.

Decisión de Segunda Instancia: PRIMERO: Revoca  la sentencia  consultada  y condena  a la parte demandada al pago de indemnización por despido injusto a favor del demandante. Segundo: absuelve  a la parte  demandada a  las demás pretensiones de la demanda.

M. P. Antonio José Valencia Manzano
====== 0 0 0 ======

TRABAJADOR OFICIAL

Reliquidación  de prestaciones

Auxiliar de droguería como cargo oficial 

Por tratarse de una excepción a la clasificación dentro de la ESE era carga probatoria ineludible del demandante demostrar que su labor correspondía al mantenimiento de la planta física hospitalaria o a la prestación de servicios generales. La H. Corte Suprema de Justicia en sentencia de octubre 13 de 2004, aproximó un marco de acción para esta última actividad: “dentro del concepto de servicios generales a que alude la disposición ya citada, han de involucrarse, a manera solamente de ejemplo, aquellas actividades relacionadas con el aseo, vigilancia y alimentación, mas no las que correspondan a servicios médicos y paramédicos”

En el presente caso no se encuentra con elementos de juicio que permitan afirmar inequívocamente que el auxiliar de la droguería, que inicialmente se denominaba mensajero rotatorio desempeñe funciones asignadas a los trabajadores oficiales, razón más que suficiente para desestimar las pretensiones aquí contenidas.

Fecha: Junio 17 de 2009

Rad. 0004-2006-170

Act. N° 011

Proceso ordinario laboral

Pretensión: Reajuste de las primas de junio y diciembre, de antigüedad, quinquenal, de vacaciones, reajuste de cesantías, intereses a la cesantía vacaciones desde su vinculación hasta la fecha, indemnización por no consignación en un fondo de cesantías, indemnización moratoria, indexación y costas 

Decisión de primera instancia: condena la demandado al reajuste de las primas pretendidas

Decisión de segunda instancia: revoca la sentencia de primera instancia y absolve al demandado de las pretensiones.

M.P. Beatriz Eugenia Cortes Becerra.

SALA PENAL
ACCION DE REV ISION

Pruebas nuevas que establecieron la inocencia del condenado
Homonimia
Estas nuevas pruebas, junto a la identificación plena del verdadero autor de los hechos investigados, permiten afirmar que existen elementos de juicio abundantes para concluir que la condena emitida en el fallo cuestionado a través de esta acción, afectó a persona totalmente distinta a la que en realidad realizara la conducta punible, por carecer en ese momento de una verdadera identificación, y que de haber el juzgador tenido acceso a la información que ahora se dispone, antes del pronunciamiento –sentencia-, la decisión hubiese sido en sentido diferente es decir de absolución a favor de Duberney Salazar Valencia identificado con la cédula No. 94.453.042 de Cali y de condena en contra de Duberney Valencia identificado con cédula No. 94.404.586 de Cali. 

Se cumplen, en consecuencia, los presupuestos requeridos para declarar fundada la causal de revisión planteada.
Fecha: 15 05 09

Rad. 07M 2008 00664 00

Acta 104

Conducta punible: Hurto calificado agravado

Decisión de primera instancia: Condenó a 60 meses de prisión.

Apelación: Defensor sostiene que el procesado fue suplantado.
Decisión de segunda instancia: Declara fundada la revisión e inválida la sentencia.

MP. Leoxmar Benjamín Muñoz Alvear 
====== 0 0 0 0 ======

ACEPTACION DE CARGOS
Principio dispositivo
Es posible desistir o retractarse del preacuerdo celebrado, siempre y cuando éste no haya sido aprobado por el operador judicial de conocimiento.

La intención de los condenados de acordar y aceptar los cargos nunca surgió en la etapa investigativa

De manera que la argumentación de la defensa es infructuosa cuando se cuentan con elementos de constatación tan objetivos como en este caso y por ello, la Sala puede afirmar sin lugar a equivocarse que independiente que la Fiscalía hubiera declinado o no de su intención de acordar, ello no implicó el desgaste procesal desde la investigación hasta la acusación pues todo lo relacionado con el acuerdo surgió después de presentado el escrito de acusación.

Ahora, la defensa tampoco puede pretender una rebaja estipulada en virtud de un acuerdo que no llegó a materializarse y que por tanto no es vinculante pues la Fiscalía antes de que el Juez se pronunciara sobre su aprobación, desistió del mismo, lo cual de cara a la normatividad penal es perfectamente admisible proviniendo de cualquiera de los sujetos procesales que participaron en su firma.

Fecha: 04 05 09

Rad. 14 2008 00477

Acta 019

Conducta punible: Hurto calificado agravado y porte ilegal de armas de fuego

Decisión de primera instancia: Condenó a 63 meses de prisión

Apelación:  Defensor manifiesta que  su disenso se circunscribe al monto de la rebaja realizada por la aceptación de los cargos por cuanto ella debe ser en la misma proporción estipulada en el preacuerdo que la Fiscalía retiró por la disparidad de criterios respecto a la reparación

Decisión de segunda instancia: Confirma. 

MP. Juan Manuel Tello Sánchez.

====== 0 0 0 0 ======

AUDIENCIA DE FORMULACION DE CARGOS

Trámite

Calificación jurídica de los hechos.

No le está dado a la defensa en este estadio procesal buscar que la Sala declare que la adecuación típica hecha por la Fiscalía es acertada o no
En este caso el motivo de inconformidad se circunscribe a la adecuación típica realizada por la Fiscalía y se pretende que el funcionario judicial (Juez) la revise y la modifique, es decir, ejerza un control sobre la misma, olvidando que esto escapa a la órbita de competencia de cualquiera de los sujetos procesales, del Juez y de esta Corporación.

La calificación jurídica de los hechos penalmente relevantes que dan origen a una investigación es una facultad exclusiva de la Fiscalía, facultad que si bien es reglada, no tiene control judicial.

Así las cosas, si en el presente confluye o no el agravante aludido para el delito de imputado es un tema que habrá de ser materia de discusión en el Juicio Oral y los resultados de esta controversia necesariamente se verán reflejados en la sentencia, de manera que no le está dado a la defensa en este estadio procesal buscar que la Sala declare que la adecuación típica hecha por la Fiscalía es acertada o no porque ello constituye un control a la acusación que está por fuera del ámbito de competencia de la Corporación y de cualquier Juez como también del alcance de la actividad de cualquier interviniente procesal.

Fecha: 30 04 09

Rad. 01 2008 00849

Acta 021

Conducta punible: Fabricación, tráfico y porte de armas

Apelación: Ministerio Público y  la defensa,  manifestaron no estar de acuerdo con la adición hecha por la Fiscalía.

Decisión de la Sala Penal: Se abstiene de emitir pronunciamiento y ordena al juzgado continuar con el trámite del  proceso.

MP. Juan Manuel Tello Sánchez
====== 0 0 0 0 ======
COMPETENCIA

PRISION DOMICILIARIA

Ley 750 de 2002

Competencia para conocer del recurso de apelación contra una decisión dictada por un juez de ejecución de penas y medidas de seguridad.

De esta guisa, si bien es cierto el Tribunal atendiendo el derrotero jurisprudencial imperante, venía asumiendo el conocimiento en segunda instancia dentro del marco de la ley 906 de 2004 - artículo  478 concordante con el art. 34 No. 6, del recurso de apelación  contra el auto sobre prisión domiciliaria que profería el Juez de ejecución de penas y medidas de seguridad, también lo es que conforme se dejo plasmado en el auto mención, la Corte Suprema de Justicia cambió la postura sostenida al respecto,  determinando  que el competente para conocer de la prisión domiciliaria  es el Juez que profirió la condena. 

Fecha: 28 04 09

Rad. 04 2007 08927

Acta 

Conducta punible: Narcotráfico

Problema Jurídico: Competencia para resolver sobre prisión domiciliaria

Decisión de la Sala Penal: Dispone la remisión inmediata del diligenciamiento al  Juzgado que dictó la sentencia.
MP María Esther Novoa Parra.
====== 0 0 0 0 ======
DOSIFICACION DE LA PENA

Gravedad de la conducta.

Principios de legalidad y proporcionalidad de la pena. 

 Considera la  Sala  la gravedad de la conducta, que involucra no sólo el bien jurídico de la salud pública, sino también de la seguridad pública y el orden económico y social dada la desintegración que de la sociedad ha ocasionado el fenómeno del narcotráfico en nuestro país, desplegado precisamente por conductas como la que se revisa que han hecho del comercio de sustancias estupefacientes un lucrativo negocio.

Por tanto acertada resulta la postura del Juez A-Quo, quien no solo partió del primer cuarto como lo indica el artículo 61 del Código Penal, sino que al ponderar la pena dentro de ese limite punitivo, considerando que la cantidad de droga incautada inequívocamente destinada al comercio, y la actividad que en el mismo cumplía  el procesado, razonadamente ubicó la pena en 24 meses de prisión por encima del mínimo a imponer, lo cual resulta proporcional a la gravedad de la conducta, atendiendo que el procesado actuó con pleno conocimiento de la ilicitud y determinado unívocamente a ese resultado ilícito, cuando podía adecuarse a derecho, lo que indica su ausencia de sensibilidad frente a los bienes jurídicos trascendentes que son objeto de tutela por el derecho penal, lo cual revista una gravedad incuestionable y amerita sin duda mayor reproche punitivo.

Ahora bien, se considera por además acertada la decisión del Juez de conocimiento, toda vez que se ha verificado el respeto de los principios de legalidad y proporcionalidad de la pena,  lo que impera para la sala su confirmación
Fecha: 05 05 09

Rad. 19 2008 80357

Acta 076

Conducta punible: Trafico de estupefacientes.

Decisión de primera instancia: Condenó al procesado.

Decisión de la Sala Penal: Confirma.-

MP Socorro Mora Insuasty 
EXTINCION DE  LA ACCION PENAL

Prescripción.

Término prescriptivo de la pena

Los perjuicios a que fue condenado el penado se pueden ejercer ante la jurisdicción civil

Encuentra con asombro éste Juez colegiado, que la instancia de ejecución de penas y medidas de seguridad, para efectos de resolver la puntual y clara petición del sentenciado, haya apelado a una interpretación anacrónica y errada de la norma, que a todas luces, resulta lesiva para los intereses del penado, para no decretar a favor de éste la extinción de la pena por prescripción. 

Esto por cuanto que, ante un supuesto vacío normativo en lo que corresponde al cálculo del término de prescripción de la sanción penal, cuando el procesado se encuentra privado de la libertad; resolvió acoger un criterio doctrinal de antaño que riñe con las garantías procesales y con las actuales corrientes propias de un derecho penal constitucional regido por la Carta de 1991, como si el desarrollo jurídico de los últimos 18 años no le hubiera pasado por la oficina, que, por lo mismo, no comulga con el pensar del Ad quem.

En efecto desde la mas estricta sindéresis se tiene que el termino de prescripción se interrumpe con la captura del procesado que no ha esta privado de la libertad, de lo que se infiere que cuando está en libertad por no haberse ejecutado la pena,  por decisión judicial  - suspensión de su ejecución – o por voluntad del mismo penado – fuga o contumacia-  el tiempo de prescripción corre ininterrumpidamente hasta que se produzca la aprehensión o se revoque la suspensión y se materialice la captura, siempre que ese término de sanción para el Estado que no haya cumplido.

En ese mismo orden la decisión del juez de ejecución de penas contraría todo orden y toda lógica, por decir lo menos, pues se llega al absurdo de pensar que cuando el penado esta libre, pese a la sentencia condenatoria que ordena la privación de la libertad, el término de prescripción no está suspendido y corre ininterrumpidamente, entre tanto, al procesado a quien el Estado le ha beneficiado con la suspensión de la ejecución de la pena, no le corre dicho término hasta tanto no cumpla con el periodo de prueba, es decir se produce, según el A quo, una suspensión del término de prescripción en ese caso. 
Fecha: 29 04 09

Rad. 02 2001 00147 01

Acta 059

Conducta punible: Inasistencia alimentaria. 

Decisión de primera instancia: Negó solicitud de prescripción de la sanción penal. 

Decisión de la Sala Penal: Revoca y decreta prescripción de la sanción penal. 

MP. Orlando Echeverri Salazar.
====== 0 0 0 0 =======

HOMICIDIO CULPOSO

Falla en el servicio médico
No se practicó necropsia

Imposibilidad de determinar la causa de la muerte y responsabilidad de los médicos.

El panorama en el presente caso es muy claro para la Sala y por ello, desde ahora se anuncia la confirmación de la sentencia de primera instancia pues incluso si en gracia de discusión se aceptara que el traslado del menor a un cuarto y no a la sala de cuidados intensivos ó la “demora” en la transfusión de sangre fueron actuaciones negligentes por parte de los médicos acusados, el resultado acaecido no puede imputárseles a ellos sin la demostración del respectivo nexo de causalidad, es decir, sin la demostración de que como consecuencia de esos actos sobrevino la muerte del menor.

Lo anterior es así porque a estas alturas del proceso se desconoce de qué murió el niño teniendo en cuenta que no se practicó la necropsia y que esta omisión haya sido por causas imputables a los médicos o a los padres, en nada altera la inexistencia misma, objetiva, de este elemento probatorio dentro del proceso y entonces la imposibilidad de determinar la causa de su muerte y con ello la responsabilidad de los médicos.

Fecha: 29 04 09

Rad. 12 2004 00277

Acta 053

Conducta punible: Homicidio culposo. 

Decisión de primera instancia: Absolvió a los sindicados

Decisión de la Sala Penal: Confirma

MP Juan Manuel Tello Sánchez. 
====== 0 0 0 0 ======

HOMICIDIO CULPOSO

Accidente de tránsito

Víctima era persona mayor de 65 años.

Tasación de costas procesales y honorarios de abogado
El sentido común lo que indica es que por ser persona con especial protección constitucional al igual que los niños, todos estamos obligados por el deber de Solidaridad (artículo 1 Constitución Nacional) a prestarles especial atención y colaboración en todos los aspectos, principalmente en aquellos que exigen esfuerzos o especiales circunstancias de desempeño físico o sicológico, debido a que precisamente por su edad ya no reaccionan igual que una persona joven. Esto fue lo que no llamó la atención del conductor del vehículo, desconociendo de esa manera el precepto superior (artículo 47 ídem).      

Ahora bien, el artículo 81 del Código Nacional de Tránsito en el acápite que señala las normas de comportamiento, concretamente en el capítulo tercero referente a la conducción de los vehículos, establece, sin ninguna excepción, la regla siguiente:

“Los vehículos deberán transitar siempre con todas sus puertas debidamente cerradas” 

Lo anterior, constituye una obligación clara, expresa, diáfana, que no admite duda alguna y que obliga sin ningún tipo de salvedad a que todos los vehículos en tránsito, es decir cuando movilizan personas, animales o vehículos deben hacerlo observando las mínimas medidas de seguridad para amparar a sus pasajeros, y una de ellas, la más elemental es que estos estén protegidos de caer a la vía, por ello igualmente el artículo 83 de la misma codificación también prohíbe llevar pasajeros en la parte exterior o por fuera de la cabina excepto los carros de bomberos o de recolección de basuras y está prohibida o no permitida “la movilización de pasajeros en los estribos de los vehículos” entendiéndose por estribos los sitios que sirven para que el pasajero suba al mismo, es decir, en este caso, las gradas de la buseta que era el sitio donde se encontraba el pasajero cuando arrancó el bus y precisamente de donde se cayó. 

Todo lo anterior entonces nos está señalando que el conductor del vehículo también incumplió con el artículo 55 de la norma citada por no comportarse en forma que no pusiera en riesgo a los demás pues, al ejecutar la peligrosa maniobra que él reconoce haber desarrollado puso en grave riesgo a su pasajero al punto tal que por esas condiciones anormales de conducción se produjo la muerte del señor.

Así las cosas, entonces para nada incide el presunto “hueco” en la vía que la testigo  señaló de soslayo como una de las causas por las cuales se produjo el accidente puesto que si la puerta hubiese estado cerrada, aunque el pasajero estuviese de pie, en el estribo del bus, no habría caído a la vía y no habría perdido la vida.

Entonces, la causa eficiente de la muerte del señor  fue la conducta culposa teniendo como causa generadora la conocida como negligencia, acompañada de la inobservancia de reglamentos o disposiciones legales, tal como lo señaló la primera instancia y como ha quedo demostrado.

En cuanto a las costas procesales y honorarios del abogado a la Sala le parece que son exagerados y además no se sustentó por parte del Juez el por qué le impuso a la parte la máxima sanción equivalente al 20% de las pretensiones reconocidas, por lo tanto considerando que estas pueden ser reducidas a la mitad quedarán en VEINTISIETE PUNTO CINCO (27.5) SALARIOS MINIMOS LEGALES MENSUALES VIGENTES y CIENTO DIECIOCHO MIL PESOS ($118.000.oo) en virtud de que no se considera que se hubiese tenido que hacer un esfuerzo realmente fuera de lo común para adelantar este proceso, salvo la consiguiente espera que tuvo que sufrir la familia del occiso por la congestión judicial, para finalmente conseguir esta sentencia condenatoria. 

Fecha: 30 04 09

Rad. 21 2006 00365

Acta 058

Conducta punible: Homicidio culposo. Accidente de tránsito.

Decisión de primera instancia: Condenó

Decisión de la Sala Penal: Confirma

MP Juan Manuel Tello Sánchez.
====== 0 0 0 0 =======
NULIDAD

Aceptación de cargos
Fiscalía y juez de control de garantías deben ser claros sobre los efectos de la aceptación de cargos

Como juez de control de garantías es  juez constitucional del proceso penal, cuya primaria misión es velar por el respeto de garantías y derechos fundamentales de los procesados.

La Sala insiste en que el papel del juez de control de garantías  es muy importante dentro del proceso penal y en especial respecto del acto de formulación de imputación. Debe cumplir un papel dinámico, armónico con la función encomendada, ser diligente y protector. Como juez de control de garantías es  juez constitucional del proceso penal, cuya primaria misión es velar por el respeto de garantías y derechos fundamentales de los procesados. Su compromiso no es solo con el proceso sino, y ante todo, velar porque la formulación de imputación sea la idónea, debiendo, así como las advertencias sobre formas de terminación anticipada del proceso y sus consecuencias legales, hará escrutinios y juicios que tiendan a dejar bien claro todo lo relacionado con el carácter delictivo del quehacer humano, sus consecuencias punitivas, etc.    

Así las cosas, reconociendo la afectación de garantías fundamentales  que prescribe el proceso penal consagradas en el Art. 29 de la Constitución Nacional, se impone declarar la nulidad de lo actuado desde la convalidación de la aceptación de cargos con el objetivo que tanto la Fiscalía y el funcionario judicial –Juez de control de garantías- le haga claridad sobre la aceptación de cargos y sus efectos concretamente respecto de las conductas punibles en que son víctima los menores – Art. 199 Ley 1098 de 2006. 
Fecha:18 05 09

Rad. 01 2007 00136

Acta 105

Conducta punible: Acceso carnal abusivo con menor de catorce años

Decisión de primera instancia: Condenó

Decisión de segunda instancia: Decreta nulidad de lo actuado desde la convalidación de la aceptación de cargos.

MP. Leoxmar Benjamín Muñoz Alvear
====== 0 0 0 0 =======
NULIDAD

Exclusión de una prueba.

Omisión de descubrimiento  por parte de la Fiscalía.
La Fiscalía en la audiencia de formulación de acusación relacionó los elementos materiales probatorios de que disponía, otorgándole entonces el Juez un término de 3 días para que complete el descubrimiento anunciado, acto que la Fiscalía omitió en reiteradas oportunidades, el que sólo llevo a cabo cuando la audiencia preparatoria era inminente. 

En ese contexto resulta válida la preocupación de la defensa en torno a la oportunidad del descubrimiento probatorio, sin duda en tales circunstancias se ha limitado la labor del defensor,  en cuanto al diseño y planeación de su estrategia defensiva,  sin embargo tal irregularidad no se resuelve por la vía de la nulidad, como erróneamente se formuló en la instancia, pues como acertadamente lo considero el señor Juez A-Quo, tratándose de un acto de parte, de este no se puede pregonar la invalidez,  pues la nulidad como la sanción más severa de la actividad procesal, está reservada para irregularidades trascendentes y no convalidables de la actuación judicial.
Ello sin embargo no implica que tales irregularidades pasen inadvertidas en el proceso, pues  el Juez en ejercicio de sus facultades de decisión y control, dispone de herramientas procesales, que le permiten velar por la legalidad, eficacia y eficiencia del proceso. Frente al caso concreto la norma prevista en el artículo 356 del C.P.P. establece que el Juez rechazará los elementos probatorios  cuando el procedimiento de descubrimiento no ha quedado completo.
Fecha: 19 05 09

Rad. 01 2008 00487

Acta 095

Conducta punible: Acceso carnal abusivo con menor de catorce años en concurso

Decisión de primera instancia: Negó la declaratoria de nulidad referida a la exclusión de una prueba.

Problema jurídico: El descubrimiento inoportuno de los elementos materiales probatorios amerita la sanción  prevista en el artículo 356 del C.P.P.,  o por el contrario está facultado el Juez  de conocimiento para   aplazar la audiencia preparatoria en aras de que  se actualice el descubrimiento?
Decisión de segunda instancia: Confirma. 

MP Socorro Mora Insuasty

Salvamento de Voto del H M. Juan Manuel Tello Sánchez.

====== 0 0 0 0 ======
NULIDAD

Debido proceso y derecho de defensa

Las peticiones relacionadas con nulidades en el sistema acusatorio Colombiano –por lealtad procesal- deben ser invocadas y sustentadas por el interviniente desde el mismo instante en que se percate del acto irregular que afecta las garantías, pues no existe obligación legal que faculte a las partes para posponer la solicitud de nulidad.
Ahora, esta petición de nulidad necesariamente se encuentra cimentada sobre unos principios básicos (de taxatividad, protección, convalidación, trascendencia, residualidad, instrumentalidad y de acreditación), que habrán de advertirse con fidelidad para establecer su procedencia. No obstante, a la par, se le impone a los sujetos procesales algunas cargas, si se permite el término para invocarla. Deberes como el sustentar con claridad el daño o perjuicio real que ha causado el defecto procesal que exalta -principio de trascendencia-, o que su reclamo se haga en el momento procesal idóneo, so pena que la situación que se refuta anómala sea convalidada con el silencio de los intervinientes, -principio de convalidación-, finalmente, cuando tal pedimento obedece a la actividad probatoria, quien alega debe determinar con claridad, en que hubiere cambiado su situación de no haberse afectado el derecho que se reputa infringido.
Desde esta óptica, es dable afirmar que para prosperar una petición que repercute en la validez del procedimiento, se hace ineludible observar las exigencias proclamadas por vía jurisprudencial, en este caso el alegar que se desconocieron aspectos sustanciales por violación del debido proceso, necesariamente el quejoso debe plasmar como primera medida el hecho o hechos generadores de la supuesta nulidad y argumentar como estos o la decisión trascendió en la afectación, pues no se trata de recitar un  compendio normativo y doctrinal sobre la temática de las nulidades, sino enfrentar ese conocimiento con la situación en particular, proponiendo en todo caso, la importancia de la trasgresión desde la óptica del derecho de defensa producto de la decisión viciada de ilegalidad.

Ha dicho la Corte que también es imprescindible indicar la etapa procesal a partir de la cual se debe invalidar la actuación y demostrar que no existe otro medio para subsanar la irregularidad sustancial distinto que proceder a su reconocimiento, conforme a los principios que orientan la declaratoria de las nulidades y su convalidación, pues la principialística que gobierna las nulidades en el proceso penal, en síntesis, impone a quien invoca una nulidad, además de la referencia a la circunstancia fáctica, la causal específica (principio de taxatividad), el deber de argüir de manera clara y precisa en dónde se origina el defecto de actividad y si éste no satisfizo la finalidad para la que estaba previsto (principio de instrumentalidad de las formas) y demostrar si el vicio afectó las garantías o las bases fundamentales de la instrucción y el juzgamiento (principio de trascendencia). Frente a este último postulado la jurisprudencia ha dicho que se debe demostrar que el vicio procesal ha creado un perjuicio y que la sanción de nulidad generará una ventaja”
.Fecha:19 05 09
Rad. 01 2008 00652

Acta 111

Conducta punible: Fabricación y porte de estupefacientes.

Decisión de primera instancia: Niega nulidad solicitada

Decisión de segunda instancia: Confirma

MP. Leoxmar Benjamín Muñoz Alvear

====== 0 0 0 0 ======
NULIDAD

Formulación de imputación
Errónea calificación jurídica.
En el ejercicio de los controles constitucionales del juez y en los casos en que, contrario a lo señalado pacíficamente por la Corte,  se produce un error en cuanto a la calificación que se le da a los hechos en la formulación de imputación y que sugiere una agravación en la situación del procesado por cuanto la adecuación típica que hizo el Fiscal en la respectiva diligencia no correspondía a la calificación que el legislador previamente reservó para estos sucesos, sin que el  juez de garantías hubiere advertido el yerro y que, siendo su intervención en el evento es harto restringida, pudo hacer alguna recomendación en puridad del debido proceso y demás garantías, para qué se evitara tal equivocación, y en el caso de que el procesado o imputado haya aceptado los cargos, surge la necesidad de anular la actuación por cuanto el juez de Conocimiento en este especifico caso de la aceptación de cargos no es un convidado de piedra que tenga la indefectible función de proferir un fallo indiscutiblemente incoherente y por demás ilegal.
Fecha: 26 05 09

Rad. 01 2008 09559 (26 05 09)

Conducta punible: Hurto. Receptación.

Decisión de primera instancia: niega solicitud de nulidad

Decisión de segunda instancia: Revoca y decreta nulidad

MP.- Orlando Echeverri Salazar

====== 0 0 0 0 ======
NULIDAD

Debido proceso

Desconocimiento de derechos y garantías procesales

Revocatoria de prisión domiciliaria

Los recurrentes solicitan que se revoque la decisión impugnada y que, en su lugar, se les otorgue nuevamente el beneficio de la prisión domiciliaria a sus protegidos, que fuera revocada por la A quo, pues consideran que la medida fue desproporcionada, debido a que no es justo que sean reducidos de nuevo a prisión intramural, cuando durante el tiempo que han permanecido en prisión domiciliaria han mostrado un comportamiento ejemplar, no ofrecen peligro para la comunidad ni para la víctima, por consiguiente, se les debe brindar la oportunidad de purgar la pena impuesta en su domicilio, como lo venían haciendo. 

Esta Colegiatura no encontraría cortapisa para revisar la decisión apelada, si no fuera porque se desconocieron los Derechos y Garantías Judiciales a los condenados por parte de la A quo, al no haberles permitido ofrecer sus descargos, para que indicaran por qué motivo no se encontraban en los inmuebles donde deberían estar  purgando  su condena, irregularidad que solo puede remediarse a través de la nulidad de la actuación.  

Fecha: 30 04 09

Rad, 02 2007 00014 01

Acta 092

Proceso: Nulidad. Prisión domiciliaria.

Conducta punible: Tortura.

Decisión de primera instancia: Niega solicitud de domiciliaria.

Decisión de segunda instancia: Decreta nulidad. Concede prisión domiciiaria

MP. Roberto Felipe Muñoz Ortiz. 
====== 0 0 0 0 ======
NULIDAD

Competencia.
Debido proceso.

Principio del juez natural y trascendencia de la definición de incompetencia. 

Está claro que siendo como es que los hechos no involucraron al procesado por razón de su función o con ocasión de ella, se le investigó y juzgó por autoridades judiciales que no eran competentes para hacerlo, se ha vulnerado el principio del JUEZ NATURAL que hace parte del núcleo central del derecho al debido proceso, lo que impone decretar la nulidad de los actuado hasta el AUTO DE CIERRE DE LA INVESTIGACION inclusive, dejando con absoluta validez las pruebas practicadas en el desarrollo de la investigación, y remitir al señor Director Seccional de Fiscalías para que asigne al funcionario que corresponde, para que prosiga con la investigación.
Fecha: 05 05 09

Rad. 03 2008 15492 01

Acta 063

Conducta punible: Porte ilegal de armas

Decisión: Decreta nulidad y ordena enviar a la Fiscalía

MP. Orlando Echeverri Salazar

====== 0 0 0 0 ======

NULIDAD

Principio de concentración

Para que la inmediación sea efectiva, se hace necesario que el debate sea concentrado y que no se prolongue para que la memoria no se pierda en el tiempo.
En cada caso en particular se deben analizar las vicisitudes que en el término del juicio oral, permitan verificar la demora del trasegar del juicio, circunstancia que no se presenta en el asunto puesto que –se itera- no se argumentó la prolongación en el tiempo del desarrollo del juicio oral, hecho que permite concluir que sí resultó quebrantado el principio de concentración de la prueba. 

Siendo evidente que esta indebida prórroga que se dio a las sesiones de audiencia pública del juicio oral, afectaron en el A-quo su proceso intelectivo de percepción y convicción de los medios probatorios. Nótese como el 19 de Agosto de 2008 anunció el sentido de fallo condenatorio contra el procesado por los delitos de Homicidio Agravado Tentado y Fabricación Tráfico y porte de armas de fuego o municiones y después en la audiencia de individualización de pena y sentencia sin dar trámite al Artículo 447 Ley 906 de 2004 condenó por el primer delito y absolvió por el segundo, hecho que demuestra fehacientemente  la injerencia que el trascurso del tiempo tuvo en su voluntad lo que generó la trasgresión del principio de concentración. 

En conclusión considera esta Corporación existe circunstancia que impide resolver de fondo el objeto de apelación presentado por los recurrentes, a partir de la presencia de una irregularidad sustancial que  afecta e invalida la actuación. 

Fecha:19 04 09

Rad. 05 2006 04640

Acta 023

Conducta punible: Homicidio agravado en la modalidad de tentativa y porte ilegal de armas

Decisión de primera instancia: Condenó por homicidio agravado en la modalidad de tentativa y absolvió por porte ilegal de armas

Decisión de segunda instancia: Decretó nulidad.

MP. Leoxmar Benjamín Muñoz Alvear

PORTE DE ESTUPEFACIENTES

Principio de congruencia

Dosificación de la pena
No tiene el mismo juicio de reproche la conducta de portar estupefacientes que la de comercializarlos o venderlos.
Al emitir el fallo el Juez desbordó el marco de la acusación, que en este caso lo constituye la imputación, y sorprendió a la defensa y al acusado con una circunstancia que no fue contemplada en la misma y ni siquiera en la audiencia de individualización de pena y sentencia.

Desde esta óptica, en el presente se vulneró el Debido Proceso que le asiste al condenado al dictar sentencia en contravía a los términos de la imputación aceptada, lo que obliga a la Sala a corregir ese yerro, no invalidando la actuación pues sería innecesario, sino realizando una nueva dosificación punitiva en la que la pena a imponer sería el limite mínimo del primer cuarto de movilidad
Fecha: 06 05 09

Rad. 01 2008 00458

Acta 023

Conducta punible: Porte de estupefacientes.

Decisión de primera instancia: Condeno e impuso la pena en el limite máximo del cuarto del mínimo

Decisión de segunda instancia: Modifica y concede la ejecución condicional de la pena.

MP. Juan Manuel Tello Sánchez
====== 0 0 0 0 =======

PRESUNCION DE INOCENCIA
La Sala ha mantenido la tesis que al ser una garantía constitucional, no admite excepción y al hacer una valoración probatoria en conjunto, se tiene que el material probatorio recogido genera duda acerca de la autoria del procesado en el ilícito, apartándose del convencimiento al que llegó la juez de primera instancia sobre la responsabilidad del incriminado, razón por la cual consideramos que nace la obligación de aplicar el principio procesal de in dubio pro reo resolviendo así la duda a favor del acusado, iteramos no por que sea inocente, sino porque en un respeto absoluto a las garantías procesales constitucionales, tenemos que darle paso al extremo menos dañino y, en consecuencia, revocar la sentencia de primera instancia que condenó al sindicado para, en su lugar, absolverlo del cargo formulado en su contra por el punible de FALSEDAD MATERIAL DE PARTICULAR EN DOCUMENTO PÚBLICO, AGRAVADA POR EL USO, EN CONCURSO HOMOGÉNEO por cuanto no existen medios de convicción en el proceso que permitan soportarla.
Fecha: 27 04 09

Rad. 05 2005 00183

Acta 089

Conducta punible: Falsedad material de particular en documento público agravada por el uso.

Decisión de primera instancia: Condenó 

Decisión de segunda instancia: Revoca y absuelve.

MP. Leoxmar Benjamín Muñoz Alvear

====== 0 0 0 0 ======
PRESCRIPCION DE LA ACCION

Tratándose del fenómeno de la prescripción de la acción, se debe tener en cuenta la etapa procesal en que se encuentre el compendio, con el fin de determinar si aquella ha operado, ya que el legislador creó un límite a esta prerrogativa que parte exclusivamente de la base de la instancia procesal, presentándose por ello en dos estadios a saber:

El primero, en la etapa de instrucción, donde existe la figura de la interrupción del término de prescripción y que opera cuando se ha proferido resolución de acusación o su equivalente, siempre que se encuentre en firme. El segundo, en la etapa de juicio, cuyo término se cuenta a partir de la ejecutoria de la providencia que califica el sumario, y por la mitad de la pena máxima establecida para el delito sin que sea inferior a cinco (5) años.

Centrándonos en el estudio de la figura frente a este caso en particular, encuentra la Sala que efectivamente el fenómeno prescriptivo ha tenido operancia en relación al punible de ESTAFA imputado, como quiera que contabilizando el término a partir de la fecha de la interrupción de la prescripción en la instrucción, esto es, con la ejecutoria de la resolución de acusación, se tiene que ha transcurrido un tiempo superior a los cinco (5) años establecido como límite para adelantar la acción penal.

Fecha: 06 05 09

Radicación: 11 2006  00242  01

Acta 066

Conducta punible: Estafa

Decisión de primera instancia: Absolvió al procesado.

Decisión de segunda instancia: Decreta la prescripción de la acción penal disponiendo el cese de toda actuación penal y civil.

MP. Orlando Echeverri Salazar
====== 0 0 0 0  ======
PRISION DOMICILIARIA

Requisitos
En relación con los mal llamados requisitos subjetivos, se requiere el cumplimiento de dos factores a saber: la argumentación fundada, extraida a partir del desempeño personal, laboral, familiar o social del sentenciado, que a través de un juicio lógico conduzca a considerar que con la concesión del beneficio no se coloca en “peligro”  a la comunidad y que no se evadirá el cumplimiento de la pena.

Por tanto el contenido de “ peligrosidad” rezago legislativo de criterios subjetivistas propios del sustancialismo y Estados autoritarios, debe emanar de presupuestos objetivos, esto es, los antecedentes consignados en el proceso que nos orienten sobre el desempeño personal, laboral o social de sentenciado como un ser humano integral, ubicado en un sistema social o en un entorno si se quiere altamente complejo.

Por tanto, sólo a partir de aquellos antecedentes podemos considerar o no la concurrencia de los mal llamados requisitos subjetivos, que no son mas que la constatación objetiva de garantía que el sentenciado cumplirá la pena y que con la decisión que cambia el lugar de reclusión no se potencializa el riesgo para otros bienes jurídicos, que es lo que finalmente le corresponde tutelar al derecho penal.

Igualmente para decidir se ha de considera que el beneficio de la prisión domiciliaria que mas que un beneficio es un derecho, consiste en que el sentenciado cumplirá la sentencia en su domicilio, lo que empíricamente significa que no estará sometido a la vigilancia permanente de la guardia penitenciaria, y por consiguiente con un margen de libertad de  locomoción que queda sometida al compromiso del condenado.
Fecha: 05 05 09

Rad. 03 2008 06032

Acta 077

Conducta punible: Fabricación y porte de armas de fuego

Decisión de primera instancia: Condenó a 40 meses de prisión negando la suspensión condicional de la ejecución de la penal y la prisión domiciliaria.

Problema jurídico: Establecer si el procesado cumple a plenitud con los requisitos que demanda el artículo 38 del C.P., para concederle el sustituto de la prisión domiciliaria.
Decisión de segunda instancia: Confirma.

MP. Socorro Mora Insuasty

====== 0 0 0 0 ======

PRISION DOMICILIARIA

Madre cabeza de familia. 

Presupuestos.

No basta con aportar dinero o especies para la manutención de su núcleo doméstico. 

No se dan los supuestos de hecho para reconocer a la procesada la calidad de madre cabeza de familia, pues su hijo se encuentra a cargo de la abuela y de dos tíos, cubriendo la posible situación de desamparo o abandono total que, en ultimas, es lo que protege la ley. Pues, es hacia esa situación a la que concretamente se dirige la protección legal.
Fecha: 24 04 09

Rad. 04 2007 00007

Acta 083

Conducta punible: Narcotráfico. Concierto para delinquir

Tema jurídico: Prisión domiciliaria

Decisión de primera instancia: Niega prisión domiciliaria

Decisión de la Sala Penal: Confirma

MP Roberto Felipe Muñoz Ortiz
====== 0 0 0 0 ======

PRISION DOMICILIARIA

Requisitos fundamentales
La gravedad del delito ejecutado por el procesado puede y debe ser tenido en cuenta por el Juez cuando se trata de determinar el posible peligro que para la comunidad deviene con la concesión de la Prisión Domiciliaria.

La gravedad de la conducta no permite deducir seria y fundadamente que no pondrá en peligro a la comunidad pues ella es indicativa del alto grado de desinterés del acusado por el respeto que se debe a los derechos de los demás, a la vida, al patrimonio económico y, en últimas, al bienestar de la sociedad en general si en cuenta se tiene que acordó con cinco personas más despojar a un ciudadano de sus pertenencias utilizando violencia sobre el mismo, de manera que no se puede propiciar que comportamientos como los de la naturaleza aquí cometida, en los que se utiliza violencia contra las personas y se pone en riesgo la vida de las mismas (armas blancas), queden a las puertas del flagelo de la impunidad, otorgando favorecimientos sustitutos que, en últimas, producen incredulidad y desazón, en la comunidad frente a la Administración de Justicia y sus decisiones, pues no puede olvidarse que acciones de la modalidad aquí ejecutada son las que más alarman al conglomerado social.

El hecho de que inicialmente al condenado el Juez de Control de Garantías le haya impuesto como medida de aseguramiento la detención preventiva en su residencia (Folio 1 de la carpeta), no constituye una camisa de fuerza para que el Juez de Conocimiento mantenga esa decisión pues en este estado del proceso ya se está frente al convencimiento más allá de toda duda de la ocurrencia del delito y de la responsabilidad del acusado, máxime cuando existió aceptación de cargos por parte de este, de manera que los argumentos que motivaron aquella determinación no son los mismos que deben ser evaluados cuando se dicta sentencia de carácter condenatorio. 

Fecha: 27 04 09

Rad.10M 2008 03839

Acta 017

Conducta punible: Hurto Calificado agravado.

Decisión de primera instancia: Condenó negándole los beneficios de suspensión condicional de ejecución de la pena y prisión domiciliaria

Apelación: Defensor solicita se le conceda prisión domiciliaria

Decisión de segunda instancia: Confirma

MP. Juan Manuel Tello Sánchez.

====== 0 0 0 0 ======

PRISION DOMICILIARIA

Cabeza de familia. Requisitos.

Debe demostrar que es la única persona que vela por el núcleo familiar
Los menores hijos del condenado, no se hallan en estado de desprotección, orfandad o abandono, porque cuentan todos ellos con sus madres, quienes se han encargado de su cuidado personal durante la privación de la libertad del procesado
Para el caso de los hombres que quieren beneficiarse de la prisión domiciliaria, con base en la ley 750 de 2002, el primer requisito sine qua non que deben acreditar es tener bajo su cargo exclusivo un núcleo familiar compuesto por menores de edad; siendo que su responsabilidad no es simplemente económica sino, además, moral y afectiva.  Sólo en el caso de que se cumpla este primer requisito puede avanzarse en el análisis de las demás exigencias legales, siendo, en este evento, que esa exigencia no se satisface.

Fecha: 07 05 09

Rad. 15 2002 00056 01

Acta 068

Proceso: Acto sexual con menor de 14 años e incesto. 

Decisión de primera instancia. Juez de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad, negó la sustitución de la prisión penitenciaria por domiciliaria.

Decisión de segunda instancia: Confirma

MP. Ranulfo Guerrero Guerrero
====== 0 0 0 0 ======
PRUEBA TESTIMONIAL

Prueba sobreviniente

La audiencia del juicio oral no es un escenario apropiado para solicitar pruebas sino para practicar las que se hubiesen autorizado desde la audiencia preparatoria.
Uno de los fines últimos del proceso es alcanzar la verdad, sin embargo ello de alcanzar la verdad esta supeditado al cumplimiento de todas las formalidades propias del proceso y a la dinámica que las partes, llámese todos Fiscalía, defensa, Ministerio Público y procesado le impriman al mismo, porque estamos frente aun proceso adversarial donde el juez regula esta actividad y no es posible como lo predicara la defensa decretar pruebas de oficio, si bien es cierto en otrora la Corte Suprema de Justicia en la decisión que mencionó el togado se hizo alusión a la posibilidad de decretar pruebas de oficio pero conforme al 361 encontramos una prohibición expresa, prohibición que la Corte Constitucional en su revisión en sentencia C- 396 de mayo 22 de 2007 la declaro exequible,  por tanto es el precedente obligatorio que se debe atender.   

En virtud de todo lo anterior, para la Sala, no  hay lugar a disponer la práctica de los testimonios de las señoras. En consecuencia, la decisión tomada por el  Juez A quo que negó dicha práctica testimonial solicitadas por la defensa, es conforme a derecho y la sala no encuentra motivos para revocarla, pues lo esgrimido por el apelante no tiene vocación de prosperar. 
Fecha: 18 05 09

Rad.08 2007 00095

Acta 109

Conducta punible: Acto sexual con menor de 14 años agravado.

Decisión de primera instancia: Juzgado negó la práctica de pruebas testimoniales solicitadas dentro del juicio oral

Decisión de segunda instancia: Confirma interlocutorio que negó las pruebas testimoniales.

MP. Leoxmar Benjamín Muñoz Alvear

====== 0 0 0 0 ======
PRUEBA TESTIMONIAL

La declaratoria de inconducencia de una prueba puede conllevar a la violación del derecho de defensa y el debido proceso. En caso de duda el funcionario judicial debe optar por la admisión de la prueba. 

El contrainterrogatorio en esencia presenta una limitación material frente al interrogatorio. 

Encuentra la Sala que el defensor manifestó,  que la testigo era presencial de los hechos y que en eso radicaba su importancia y la necesidad de interrogarla ampliamente, siendo tal premisa similar a la que utilizó la fiscalía para hacer valer dicha prueba dentro del juicio, pues palabras más palabras menos lo que dijo la delegada del  Fiscal es que  precisamente la importancia de tal declaración radicaba en que la señora  fue presencial de los hechos. Y si bien el defensor no fue muy explicito ni extendió su argumentación, para la Sala la simple referencia que hizo respecto de que la testigo fue presencial de los hechos, ello impone considerar, por encima de formalismos y dentro de la más estricta garantía constitucional del derecho de defensa y el debido proceso, que la prueba por sí misma es relevante.
En ese entendido la prueba solicitada resulta admisible pues su pertinencia o relevancia salta a la vista.

Como argumento adicional tiene razón el defensor  cuando advierte que el contrainterrogatorio en esencia presenta una limitación material frente al interrogatorio, por ser subsidiario y dependiente de las materias sobre las que verse éste último y ello, per se deja en clara desventaja a la contraparte, que en este asunto es la defensa.

Y finalmente la experiencia ha enseñado que en muchos casos quien solicita la prueba que pretenden las dos partes decide en últimas renunciar a la misma dejando indefensa a la otra, sin que haya lugar a discusión pues se corren las consecuencias de no haber solicitado la prueba en el momento oportuno. Por esto y por todo, es procedente admitir la prueba solicitada por la defensa y que ha sido materia de éste análisis.

Fecha: 07 05 09

Rad. 08 2008 11541

Acta 

Conducta punible: Actos sexuales con menor de 14 años
Problema jurídico: Prueba testimonial negada

Decisión de primera instancia: Negó la prueba testimonial

Decisión de la Sala Penal: Revoca y concede la práctica de la prueba testimonial solicitada por la defensa técnica. 

MP Orlando Echeverri Salazar. 

====== 0 0 0 0 ======
REBAJA DE PENA
Allanamiento a los cargos

Deber de motivar breve y adecuadamente las medidas que afecten derechos fundamentales del imputado y los demás intervinientes
Respetando el allanamiento a los cargos que hizo el imputado en la audiencia de formulación de imputación, se concede una rebaja de la mitad de la pena a imponer conforme también lo hizo la primera instancia, por lo tanto se reducirá en un 50% resultando en definitiva SEIS AÑOS de prisión.

Ahora, de conformidad con lo previsto en el artículo 269 del C. penal, teniendo en cuenta que este es un mecanismo de reducción de pena que el legislador la ha determinado de la mitad a las tres cuartas partes de la prevista para el delito, se ha de considerar que la movilidad del Juzgador está determinada por circunstancias objetivas que determinen cual será la proporción a rebajar en uno o en otro sentido, para lo cual se ha de verificar que se haya restituido el objeto material del delito o su valor y además se indemnicen los perjuicios ocasionados al ofendido o al perjudicado. 

El juez A quo, no ha indicado en su decisión que existan motivos para considerar que la reducción aplicable será la mínima prevista por el Legislador y siendo que lo que se conoce es que ha habido una reparación integral de los perjuicios causados con el delito, la sala considera que el procesado se hace acreedor a la máxima rebaja, esto es, las tres cuartas partes y no la mitad como se había considerado en la decisión que se revisa, por tanto la pena a imponer teniendo en cuenta la rebaja prevista, será de DIECIOCHO MESES, tal como lo ha solicitado el Abogado Defensor. 

Debe recordar la Sala a la primera instancia, el deber de motivar breve y adecuadamente las medidas que afecten derechos fundamentales del imputado y los demás intervinientes ya que así lo consagra , entre otras normas, el Art. 59 de la ley 599 del 2000

Fecha: 21 05 09

Rad. 05M 2009 001800

Acta 097

Conducta punible: Hurto calificado agravado

Decisión de primera instancia: Condenó a tres años de prisión negándole suspensión condicional de la ejecución de la pena y la prisión domiciliaria. 

Apelación: El Apoderado de la Defensa, radica su inconformidad en el quantum de la pena porque en su concepto la sanción debe rebajarse en el 50% ante la aceptación de cargos en la primera audiencia

Decisión de segunda instancia: Modifica el fallo imponiendo una pena de 18 meses de prisión y confirmando lo demás.

MP. Socorro Mora Insuasty
====== 0 0 0 0 ======

REBAJA  DE  PENA

PRISION DOMICILIARIA

Aceptación de los cargos

Exclusión de beneficios y subrogados.

La prohibición contenida en el artículo 26 de la Ley 1121 de 2006 sólo aplica para delitos consumados, más no para tentados pues la norma no hace ninguna indicación al respecto y el hecho de que no haga ninguna alusión a la tentativa sólo es manifestación de dos circunstancias muy lógicas: La primera, no porque el delito quede en grado de tentativa deja de ser tal o cambia su naturaleza y la segunda, que hace alusión a que la tentativa es uno de los llamados dispositivos amplificadores del tipo establecidos por el legislador para sancionar la conducta que no alcanza el grado de consumación por circunstancias ajenas a la voluntad del sujeto activo.
Ahora, que la norma genere una idea de una inequitativa aplicación de la ley, es un asunto que la Sala no comparte, lo que significa que mientras la norma esté vigente en el ordenamiento jurídico, no será posible inadvertirla, máxime cuando tampoco se observa la necesidad de dar aplicación a la excepción de inconstitucionalidad (artículo 4º de la Constitución Política) pues no se advierte que en el caso concreto, de manera ostensible se contraríe un precepto superior.

Y si a lo anterior se agrega que muy contrario a lo señalado por el recurrente, los condenados si fueron advertidos de la prohibición que se viene tratando cuando se les formuló imputación.

Fecha: 11 05 09

Rad. 07PM 2008 00034

Acta 024

Conducta punible: extorsión en grado de tentativa

Decisión de primera instancia: Condenó y negó beneficios

Decisión de segunda instancia: Confirma.

MP. Juan Manuel Tello Sánchez
====== 0 0 0 0 =======
REPARACION
Se trata de un mecanismo de reducción de pena, no de una atenuante de responsabilidad.
La indemnización del infractor a la víctima es una circunstancia posdelictual que no incide entonces en los límites punitivos.
Desde esta óptica entonces, el Juez de instancia no erró al aplicar la diminuente una vez individualizada la pena. No obstante, si lo hizo al fijar su monto pues si bien el mismo es discrecional, definitivamente las circunstancias que para ello debe tener en cuenta no son las de la gravedad de la conducta (Folio 69 de la carpeta) sino las de la reparación en sí que es el fenómeno en virtud del cual se concede la rebaja. 

Para la Sala constituye una incongruencia establecer el monto de la rebaja por reparación teniendo en cuenta la gravedad de la conducta, máxime cuando desde antaño se ha determinado que se trata de un mecanismo de reducción de pena de carácter eminentemente objetivo.

Fecha: 17 04 09

Rad. 19 2008 00755

Acta 016

Conducta punible: Hurto calificado agravado en grado de tentativa y porte ilegal de armas

Decisión de primera instancia: Condeno a los procesados a 33 meses

Apelación: Defensor manifesta que su disenso se circunscribe a la dosificación punitiva y a la negación del subrogado penal

Decisión de segunda instancia: Modifica la pena y la fija en 30 meses de prisión.

M.P. Juan Manuel Tello Sánchez
====== 0 0 0 0 ======
SUSPENSIÒN CONDICIONAL DE LA EJECUCIÒN DE LA PENA.

Requisitos

La conducta que lesiono el bien jurídico del patrimonio, se desplegó en el marco de un nivel elevado de violencia ejercida sobre la víctima, quien fue intimidada con arma de fuego, siendo  despojada de la motocicleta con la que se encontraba parqueado, colocándola en un estado total de impotencia, donde no solo se lesionó el bien jurídico del patrimonio económico, sino también se puso en riesgo  su  vida e integridad personal.

Modalidad que a juicio razonado explica que los victimarios cumplieron un plan criminal preelaborado, en el que participaron al menos dos personas lo cual eleva el riesgo para los bienes jurídicos, y denota la ausencia de sensibilidad frente al respecto de los derechos de terceros y finalmente de los imperativos categóricos universales que aseguran adecuación social de las conductas humanas.
Fecha: 19 05 09

Rad.005M 2008 00458 00(19 05 09)

Acta 94

Conducta punible: Hurto calificado agravado.

Decisión de primera instancia: Condenó a 36 meses de prisión negando la suspensión condicional de la ejecución de la pena y la prisión domiciliaria.

Problema jurídico : Establecer si concurren los requisitos objetivo y subjetivo para que se conceda el beneficio de suspensión condicional de la ejecución del pena y residualmente de no proceder aquel, el beneficio de la prisión domiciliaria.
Decisión de segunda instancia: Confirma

MP. Socorro Mora Insuasty

====== 0 0 0 0 ======
SUSPENSION DE LA PENA

En este caso ni la personalidad del procesado ni la gravedad de la conducta permiten inferir que no es necesaria la ejecución de la sanción.
Olvidó el Juez de primera instancia que una cosa es la responsabilidad del condenado en el delito atentatorio contra el Patrimonio Económico y otra muy diferente son las circunstancias de tiempo, modo y lugar en las que se cometió el PORTE ILEGAL DEL ARMA DE FUEGO por el cual  aceptó cargos, de las cuales hace parte precisamente ese atentado contra la propiedad privada, los derechos de los demás y el bienestar de la sociedad en general y por ello, no puede tenerse el atentado contra la Seguridad Pública como un evento ajeno e independiente del Hurto pues ambas conductas hacen parte de un solo acontecer fáctico.

Considerar para otorgar el subrogado las circunstancias antecedentes, concomitantes y subsiguientes del porte, que en este caso particular se relacionan con la comisión de un delito de HURTO, no es en ningún momento, como lo afirma el Juez A – quo en su sentencia, anticipar la responsabilidad del condenado en este ilícito que aún se investiga pues para la tipificación del mismo y la responsabilidad del sujeto activo en el no se requiere que este utilice un arma de fuego sin salvoconducto.

En otras palabras, se trata de conductas autónomas y, por tanto, el HURTO es tal y la persona será responsable de él, sea que use arma de fuego o no, por lo que nada impide entonces que en este caso particular para analizar el factor subjetivo de que trata el artículo 63 del Código Penal se tengan en cuenta las circunstancias que rodearon el mencionado porte, las cuales efectivamente reflejan la personalidad violenta y el comportamiento desviado del condenado.

Fecha:13 05 09

Rad. 19 2008 00261

Acta 025

Conducta punible: Hurto calificado agravado y porte ilegal de armas

Decisión de primera instancia: Condenó concediendo la Suspensión condicional de la ejecución de la pena.

Apelación: La Fiscalía manifiesta  su  inconformidad  a la concesión de la Suspensión Condicional de la Ejecución de la Pena.

Decisión de segunda instancia: Revoca y niega la Suspensión condicional de la Ejecución de la Pena.

MP. Juan Manuel Tello Sánchez
República  de Colombia
Rama Judicial
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Relatoría
ADOLESCENTES

  2009

ACEPTACION DE CARGOS

No comparecencia del menor a la etapa de juicio
Cuando el adolescente ha comparecido ante al juez y ante él ha aceptado su responsabilidad penal, renunciando de esta manera al juzgamiento, queda solo en espera de la imposición de la sanción. 
Una vez que el adolescente acepta su responsabilidad penal, renuncia a una de las etapas del proceso, que no es otra que la del juicio o de juzgamiento, evento en el cual se convoca a audiencia por parte del juez del conocimiento con una sola finalidad: la de imponer la correspondiente sanción que en derecho es merecedor, puesto que con la aceptación de los cargos por parte del adolescente no habrá lugar a discutir la responsabilidad penal del imputado, asunto que solamente es posible discutirla en la etapa procesal de juicio o de juzgamiento, que valga la pena recordarlo, comienza con la audiencia en la que se debe formular la acusación, continúa con la audiencia preparatoria, para luego abrir paso a la audiencia de juicio oral que finaliza con el anuncio del sentido del fallo y con la sentencia que posteriormente se profiere. 

En el caso en estudio, como el adolescente aceptó el cargo de porte ilegal de armas de fuego, renunció a la etapa del juicio o de juzgamiento, y por ello no hay lugar a suspender una etapa procesal a la que expresamente renunció, conforme a lo dispuesto en el literal L) del artículo 8° de la Ley 906 de 2004, en plena armonía con lo dispuesto en el artículo 157 de la Ley 1098 de 2006, por una simple pero potísima razón: el artículo 158 del Código de La Infancia y de la Adolescencia no es aplicable al caso del allanamiento a los cargos que se les imputó a los adolescentes.

Fecha: 29 04 09

Rad. 01 2009 00054 01

Conducta punible: Porte de armas de fuego.

Problema jurídico: Adolescentes  pueden o no ser juzgados en su ausencia.

Decisión de primera instancia: Juez ordenó la suspensión del proceso, basado en el hecho de la reiterada ausencia del adolescente a la audiencia de la imposición de la sanción.

Decisión de segunda instancia: Revoca y ordena al juez a que proceda a imponer la sanción al adolescente que en derecho corresponda.

MP Henry Cadena Franco. 

===== 0 0 0 0 0 =====
DERECHO PENAL DE ADOLESCENTES

Función educativa y restauradora de la sanción.

Privación de la libertad para el adolescente es una medida excepcionalísima

Sustitución de la sanción impuesta al menor.

Así entonces la justicia especializada creada en beneficio del adolescente y que presenta diferencias sustanciales con el marco legal aplicable a los adultos trasgresores de la ley penal, y que finalmente asegura el amparo de los bienes jurídicos protegidos por el legislador, tiene como fin prevalente la educación y la reinserción social del infractor, es por esto que se consagraron varias alternativas para efectos de materializar los fines de la sanción, se tiene la amonestación, la imposición de reglas de conducta, la reparación del daño causado, la multa, la libertad vigilada, la prestación de servicios a la comunidad, la internación en medio semi cerrado y la privación de la libertad.

Frente a la privación de la libertad, siendo esta la sanción escogida por el A quo como medida conforme a la legalidad de la sanción estimándola educativa y restauradora de los derechos del menor, se tiene que dentro del marco teleológico de la regulación penal para el adolescente, fue establecida como una sanción de carácter excepcional respecto de los delitos que tenga como pena de seis (6) años o más los de mayor gravedad como el homicidio, el secuestro, acceso carnal, entre otros, los que por su mayor grado de afección a los bienes jurídicos reflejan la necesidad de aplicar este correctivo, esto sin que la anterior consideración signifique que el legislador haya establecido una lista de delitos para los cuales procede la privación de la libertad, pues lo que se hizo por parte del mismo, fue establecer unos criterios que el juez de adolescentes debe ponderar al momento de escoger determinada sanción los cuales se encuentran consagrados en el Art. 179 del Código de infancia y adolescencia.

De acuerdo con varios estudios realizados en los últimos años, la privación de la libertad para el adolescente es una medida excepcionalísima, porque el aislamiento de una persona que está en proceso de formación, lejos de promover cambios positivos de conducta, contribuye a su desarraigo y desocialización. Se estima en estos casos que las medidas alternativas facilitan la resocialización, rehabilitación y reinserción social del adolescente. Es importante contar con su participación y colaboración en el plan educativo que se aplica a la par de la sanción penal, y más aún con la inclusión de sus padres, representantes y sociedad en general en el proceso de cumplimiento de la sanción, lo que incide en la concientización del menor frente a su conducta y se sienta estimulado por la comunidad con el reconocimiento que esta le brinda si cumple el plan pactado.
Fecha: 20 03 09

Rad. 02 2009 80094

Conducta punible: Hurto calificado agravado y Fabricación, tráfico o porte de armas de fuego o municiones.

Problema jurídico: Dilucidar si la sanción impuesta al menor infractor resulta idónea frente a las circunstancias particulares del caso.

Decisión de primera instancia: Declaró penalmente responsable al menor y le impuso una sanción de privación de la libertad en medio cerrado.

Decisión de segunda instancia: Confirma la responsabilidad al menor y sustituye la sanción privativa de la libertad por el establecimiento de presentaciones periódicas, servicio a la comunidad y el compromiso de no volver a delinquir guardando buen comportamiento por el tiempo que falta para descontar la sanción.

MP. Leoxmar Benjamín Muñoz Alvear.

===== 0 0 0 0 0 =====
DOSIFICACION DE LA SANCION

Criterios para la definición de las sanciones.

En el sistema de Responsabilidad Penal para Adolescentes no se puede hablar de cuartos para regular el marco dentro del cual se mueve el juez, para dosificar la sanción.

 La dosificación de la sanción que en tratándose de adolescentes es el término jurídico al que debemos referirnos y no como una pena que deba pagar, sino una medida de carácter pedagógico, específico y diferenciado respecto del sistema de adultos que garantiza su protección y rehabilitación.

Es así como se considera, que en el Sistema de Responsabilidad Penal de Adolescentes –SIRPA- el sistema de individualización de pena establecido en el Art. 61 de la ley 599 del 200 no tiene aplicación por: No se puede hablar de cuartos para regular el marco dentro del cual se mueve el juez, para dosificar la sanción. Ya que en el sistema para los adultos se organizan los cuartos, de acuerdo a las circunstancias agravantes y atenuantes o de mayor y menor punibilidad, que no están previstos para los adolescentes, la ley 1098 establece en su artículo 159 la prohibición de tener como antecedentes las sentencias proferidas en procesos de responsabilidad penal de adolescentes lo que afectaría el cuarto dentro del cual se ubica la sanción.

La imposición de la sanción no queda sólo al arbitrio del juez, pues a éste, lo atan unos aspectos que debe observar para no imponer una medida drástica o desproporcional con el hecho cometido. Sobre este aspecto, está el imperativo de argumentar las razones que se tuvo para llegar a un tipo de sanción, se itera, en los adolescentes no hay una fórmula matemática para determinarla –como ocurre en los adultos-, sino que se consagró un mínimo y un máximo dentro del cual el juez puede moverse atendiendo unos criterios especiales.

Es normal que debido a la novedad del sistema sea extraño que la dosificación de la pena que llevan a cabo los jueces penales de adolescentes no sea interpretada de la misma forma por las diferentes autoridades involucradas, se entiende que es una legislación que requiere de unificación jurisprudencial para su adecuado desarrollo, sin embargo, como se explicó anteriormente el fallo acató los criterios para la definición de las sanciones, y en su parte final se dijo que se impone una pena de dos años acogiendo el allanamiento a los cargos que hicieren los menores, lo que quiere decir que no se desconoció el derecho que tienen de allanarse y con esto obtener algún beneficio.

Fecha: 21 06 07

Rad. 02 2007 00334

Conducta punible: Hurto calificado agravado y Fabricación, tráfico o porte de armas de fuego.

Decisión de primera instancia: Impuso medida de privación de la libertad de dos años en el Centro de Formación Juvenil del Valle 

Decisión de segunda instancia: Confirma 

MP Leoxmar Benjamín Muñoz Alvear. 
===== 0 0 0 0 0 ======

IMPOSICION DE LA SANCION

Debido proceso.

Allanamiento a los cargos.

La incuria, negligencia o ignorancia no se pueden fundamentar como una falencia procesal que pueda tener la fortaleza de dejar sin vida la sentencia.

La sentencia fue proferida por el juez competente y en virtud a la decisión libre y suficientemente enterada  por parte del menor sobre las condiciones y consecuencias del allanamiento a los cargos, que básicamente permiten inferir la renuncia a un procedimiento largo  y dispendioso, como también la aceptación irretractable del la responsabilidad penal,  para efectos de aceptar una sentencia rápida, a cambio de una rebaja de pena.
Esa misma decisión se profirió dentro de un  plazo razonable dentro del cual no se hizo ninguna manifestación al juez de la causa, no lo dicen los registros, relacionada con la intención y finalidad de indemnizar a la victima por parte del menor infractor o su familia.

Ningún reparo encuentra la Sala a la decisión y procedimiento adelantado para llegar a ella y si bien la sentencia se profirió y los interesados en indemnizar no adelantaron las gestiones propias para ello,  la incuria, negligencia o ignorancia no se puede fundamentar como una falencia procesal que pueda tener la fortaleza de dejar sin vida la sentencia.

El sistema procesal penal está basado en el principio de preclusividad de las diversas etapas procesales y en cada una de estas las partes tiene que asumir las cargas propias de su rol  so pena de perder la oportunidad de actuar en beneficio propio. Precisamente el artículo 269 del C. penal impone como límite para indemnizar y obtener el beneficio reductor de pena, que no se hubiere proferido  sentencia de primera instancia y en este caso ya la hubo, luego ha fenecido el espacio procesal para los efectos solicitados por el defensor.

En otro tenor,  si  se hubiere acreditado por la Defensa que los coparticipes del procesado, que están siendo juzgados ante la jurisdicción ordinaria, realizaron la indemnización integral a la víctima, la simple demostración de ello permitiría a la Sala reconocer el beneficio de rebaja de pena, esto por cuanto la indemnización es solo una y beneficia tan solo a una persona victimizada por los hechos, así hubiere sido realizada por uno de los procesados, de conformidad con una interpretación sistemática del artículo 42 de la ley 600 de 2000.

Fecha: 29 08 08

Rad. 02 2008 00182 00

Conducta punible: Hurto calificado agravado.

Problema jurídico: Defensor solicita la nulidad de lo actuado porque la sentencia se profirió demasiado pronto y no dio tiempo para que se indemnizara a las víctimas.

Decisión de primera instancia: Sancionó con privación de la libertad en medio cerrado por el término de dos años. 

Decisión de segunda instancia: Confirma.

MP. Orlando Echeverri Salazar

===== 0 0 0 0 =====

INCUMPLIMIENTO DE LAS SANCIONES

Criterios para la definición de sanciones

Conducta cometida por el adolescente diferente a la que anteriormente cometió, en nada desdibuja la reincidencia de carácter general.
El legislador se refirió en este numeral al fenómeno que se presenta luego de haberse impuesto una sanción (artículo 177 CIA) a un menor en otro proceso diferente que se haya adelantado en su contra. 

Lo anterior es cierto, pues sólo así podría referirse el legislador al “incumplimiento de las sanciones”, las que no podrán ser incumplidas sino cuando han sido impuestas en otra actuación en la que se ha establecido la responsabilidad penal del menor. 

Ello es así puesto que el numeral 5 se refiere es a incumplimiento dentro del mismo proceso que apenas se adelanta, caso que no es el que nos ocupa y en donde el Juez podrá tomar la decisión que él considere pertinente si es que quiere cambiarla, pero debe quedar en claro que no se está hablando de sanciones. 

En este caso, el adolescente  incumplió con los compromisos que adquirió a raíz de la sanción anteriormente impuesta en otro proceso y ello se dice porque el menor fue sancionado mediante la figura de la llamada “imposición de reglas de conducta” (artículo 177 numeral 2 del CIA) en las que claramente entre otras cosas, se le impuso la obligación de “no volver a infringir la ley en cualquiera de sus modalidades”
Fecha: 16 10 08

Rad. 02 2008 80921

Conducta punible: Fabricación, tráfico y porte de armas de fuego.

Problema jurídico: Incumplimiento del compromiso adquirido en sanción anterior. Antecedentes del infractor para imponer sanción. 

Decisión de primera instancia: Declaró penalmente responsable al adolescente y le impuso sanción de internación a medio semi-cerrado.

Decisión de segunda instancia: Confima.

MP. Juan Manuel Tello Sánchez. 

===== 0 0 0 0 0 =====
LIBERTAD POR VENCIMIENTO DE TÉRMINOS

Hecho superado.

Prolongación ilegal de la privación de la  libertad del adolescente no vicia la actuación

La irregularidad ocurrida en la retención de una persona en manera alguna puede corregirse mediante la nulidad de todo el proceso.

Si presuntamente el internamiento preventivo al que fue sometido el adolescente  excedió de cuatro meses sin que se hubiera concluido el Juicio con sentencia condenatoria (artículo 181 parágrafo 2 del Código de la Infancia y la Adolescencia), a estas alturas esa causal obviamente desapareció y, por ende, no puede ser aplicada, máxime cuando una posible prolongación ilegal de la libertad del adolescente no vicia la actuación pues todo proceso penal puede iniciarse, tramitarse y culminarse sin que haya alguien capturado.
Fecha: 26 03 09

Rad. 02 2007 00405

Conducta punible: Acceso carnal violento agravado

Problema jurídico: Prolongación ilegal de la libertad del adolescente no vicia la actuación. 

Decisión de primera instancia: Impuso sanción de privación de la libertad.

Decisión de segunda instancia: Confirma. 

MP. Juan Manuel Tello Sánchez. 
===== 0 0 0 0 0 =====

NULIDAD

Reglas de Beijing

Juzgamiento en ausencia del menor

Violación al debido proceso y derecho de defensa

En este caso, a Sala se permitió hacer referencia a normatividad internacional como son las reglas de Beijing:

La regla 1.4 nos indica que La justicia de menores se ha de concebir como una parte integrante del proceso de desarrollo nacional de cada país y deberá administrarse en el marco general de justicia social para todos los menores, de manera que contribuya a la protección de los jóvenes y al mantenimiento del orden pacífico de la sociedad. 

Así mismo dicha normatividad en la regla 14.2 indica que El procedimiento favorecerá los intereses del menor y se sustanciará en un ambiente de comprensión, que permita que el menor participe en él y se exprese libremente.
El artículo 158 de la ley 1098 establece PROHIBICIÓN DE JUZGAMIENTO EN AUSENCIA. Los adolescentes sometidos a procesos judiciales por responsabilidad penal no serán juzgados en su ausencia. En caso de no lograrse su comparecencia se continuará la investigación y el defensor público o apoderado asumirá plenamente su defensa hasta la acusación o la preclusión. Si hay acusación, se notificará al defensor público o apoderado y al Defensor de Familia. El proceso se suspenderá mientras se logra la comparecencia del procesado. En estos eventos la prescripción de la acción penal se aumentará en una tercera parte.

Traigamos a colación dos institutos contenidos en la ley 906 de 2004, en el trámite de los procesos para adultos, como son la declaratoria de persona ausente y la contumacia.

La primera, la condición de persona ausente se presenta cuando a la fiscalía le ha sido imposible ubicar al investigado para la formulación de la imputación o para proferirle medida de aseguramiento, este deberá solicitarle al Juez de control de garantía que así lo declare, para tal efecto deberá, la fiscalía,  presentar elementos de conocimiento que le permitan al Juez que efectivamente dicho ente investigador ha sido diligente en la búsqueda del sujeto pasivo de la acción y su consiguiente ubicación y que ha insistido con miras a ello, se le emplazará y se le declarará de ausente y se obtendrá la designación de un defensor público.  

La segunda, la contumacia, institución esta que se presenta cuando por parte de la Fiscalía tiene identificado plenamente al indiciado y ha sido citado conforme a los artículos 171, 172 y 173 de la ley 906 de 2004 y este sin causa justificada
, no asiste a la audiencia, dicha audiencia se realizará con el defensor que haya designado para su representación -ARTÍCULO 291 ley 906 de 2004. 

Las anteriores instituciones no pueden ser aplicables al trámite del proceso seguido en contra de adolescentes precisamente por cuanto hay norma expresa en la ley 1098 de 2006, que regula tal circunstancia disponiendo que cuando no sea posible la comparecencia del menor en el evento de aún estar el proceso en etapa anterior a la acusación, el proceso se continuará con la presencia del defensor público o apoderado y el defensor de familia, pero para la etapa del juzgamiento cual sea su eventualidad – normal o anormal- no es posible hacerlo.
Fecha: 13 04 09

Rad. 02 2007 00633

Conducta punible: Hurto calificado agravado

Problema jurídico: Es procedente tramitar un proceso ya sea en forma ordinaria o anticipada sin la presencia del menor?

Decisión de primera instancia: Declaró penalmente responsable a los menores.

Decisión de segunda instancia: Decretó la nulidad de lo actuado desde la audiencia de imposición de sanción.

MP. Leoxmar Benjamín Muñoz Alvear. 
NULIDAD

Principios básicos

Realización de la audiencia de formulación de acusación sin la presencia del adolescente.

La nulidad necesariamente se encuentra cimentada sobre unos principios básicos (de taxatividad, protección, convalidación, trascendencia, residualidad, instrumentalidad y de acreditación), que habrán de advertirse con fidelidad para establecer su procedencia. No obstante, a la par, se le impone a los sujetos procesales algunas cargas, si se permite el término para invocarla. Deberes como el sustentar con claridad el daño o perjuicio real que ha causado el defecto procesal que exalta -principio de trascendencia-, o que su reclamo se haga en el momento procesal idóneo, so pena que la situación que se refuta anómala sea convalidada con el silencio de los intervinientes, -principio de convalidación-, finalmente, cuando tal pedimento obedece a la actividad probatoria, quien alega debe determinar con claridad, en que hubiere cambiado su situación de no haberse afectado el derecho que se reputa infringido.
Desde esta óptica, es dable afirmar que para prosperar una petición que repercute en la validez del procedimiento, se hace ineludible observar las exigencias proclamadas por vía jurisprudencial, en este caso el alegar que se desconocieron aspectos sustanciales por violación del debido proceso, necesariamente el quejoso debe argumentar como esa decisión trascendió en la afectación, pues no se trata de recitar un  compendio normativo y doctrinal sobre la temática de las nulidades, sino enfrentar ese conocimiento con la situación en particular, proponiendo en todo caso, la importancia de la trasgresión desde la óptica del derecho de defensa producto de la decisión viciada de ilegalidad.

de acuerdo al Art. 158 de la ley 1098 de 2006 si es legalmente posible la realización de la audiencia de formulación de acusación sin la presencia del adolescente, además incluso obsérvese que en este evento se han hecho ingentes esfuerzos y no se ha logrado la comparecencia del menor, por lo tanto puede continuarse la investigación y el defensor público asumirá plenamente su defensa hasta la acusación como lo prevé la norma referida,  tal como lo determinó el Juez A-quo, una vez celebrada esta audiencia empieza entonces el trámite del  juzgamiento entendido que debe realizarse la audiencia preparatoria, posteriormente el juicio oral, para finalmente de acuerdo al artículo 189 de la ley 1098 de 2006 imponer  la sanción correspondiente y a estas últimas  audiencias en concepto de quien es el ponente si debe asistir el adolescente, lo cual si bien es cierto aquí hay que dejar claro que la Sala integrada por el Dr. Julio Cesar Piedrahita Sandoval y el Dr. Henry Cadena Franco mayoritariamente ha entendido que es posible hablar de contumacia y en la etapa de juzgamiento puede hacerse el juzgamiento sin la presencia del menor, insisto quien es hoy ponente en la etapa de juzgamiento que ocurre una vez culminada la formulación de acusación  salvó voto y los doctores Julio Cesar Piedrahita Sandoval y el Dr. Henry Cadena Franco son del concepto que se puede juzgar en ausencia cuando se puede dar la posibilidad de hablar de contumacia.
Fecha: 20 11 09

Rad. 04 2008 00839 00

Conducta punible: Porte de armas de fuego.

Problema jurídico: Realización de la audiencia de formulación de acusación sin la presencia del adolescente.

Decisión de primera instancia: Negó la solicitud de nulidad de la audiencia de formulación de cargos.

Decisión de segunda instancia: Confirma

MP. Leoxmar Benjamín Muñoz Alvear.

===== 0 0 0 0  0=====
PRACTICA DE LA PRUEBA

Valoración de los testimonios

Declaraciones previas como medio para impugnar la credibilidad del testigo.

En el caso de que en el juicio oral un testigo modifique o se retracte de anteriores manifestaciones, la parte interesada podrá impugnar su credibilidad, leyendo o haciéndole leer en voz alta el contenido de su inicial declaración. Si el testigo acepta haber rendido esa declaración, se le invitará a que explique la diferencia o contradicción que se observa con lo dicho en el juicio oral. Véase cómo el contenido de las declaraciones previas se aportan al debate a través de las preguntas formuladas al testigo y sobre ese interrogatorio subsiguiente a la lectura realizada las partes podrán contrainterrogar, refutando en todo o en parte lo que el testigo dijo entonces y explica ahora, actos con los cuales se satisfacen los principios de inmediación, publicidad y contradicción de la prueba en su integridad.

Si se cumplen tales exigencias, el juez puede valorar con inmediación la rectificación o contradicción producida, teniendo en cuenta los propios datos y razones aducidas por el testigo en el juicio oral. 
Se supera de esta forma la interpretación exegética que se pretende dar al artículo 347 del Código de Procedimiento Penal, pues lo realmente importante es que las informaciones recogidas en la etapa de investigación, ya por la Fiscalía o ya por la defensa, accedan al debate procesal público ante el juez de conocimiento, cumpliendo así la triple exigencia constitucional de publicidad, inmediación y contradicción de acuerdo con el artículo 250, numeral 4º de la Carta Política. 

No se trata, se reitera, de que la declaración previa entre al juicio como prueba autónoma, sino que el juez pueda valorar en sana crítica todos los elementos que al final de un adecuado interrogatorio y contrainterrogatorio ejercido por las partes,  entran a conformar el testimonio recibido en su presencia. Lo declarado en el juicio oral, con inmediación de las manifestaciones contradictorias anteriores que se incorporan a éste, junto con las explicaciones aducidas al respecto, permitirán al juzgador contrastar la mayor veracidad de unas y otras, en una apreciación conjunta con los restantes elementos de juicio incorporados al debate público.
Fecha: 16 05 08

Rad. 01 2007 00678

Acta 144

Conducta punible: Homicidio Agravado. Fabricación, tráfico o porte de armas de fuego.

Decisión de primera instancia: Absolvió.

Decisión de segunda instancia: Confirma.

MP. Leoxmar Benjamín Muñoz Alvear.

===== 0 0 0 0 0 =====

PRUEBA

Requisitos

Práctica de testimonios

Las entrevistas en los procesos en los cuales estén involucrados niños, niñas o adolescentes deben ser realizadas por personal especializado. 

El Defensor de Familia puede tomar declaraciones de menores previo cuestionario enviado por el fiscal o el juez.

Estima la Sala necesario plasmar conceptos sobre los requisitos que debe cumplir tanto el elemento material de prueba, evidencia física, así como la prueba misma para poder ser consideradas con aptitud legal e incluso tener eficacia probatoria. 



A más de respetar los derechos fundamentales y la dignidad humana y los derechos humanos, para que una entrevista exista legalmente dentro de un proceso penal, sea respecto a los adultos o frente al proceso para adolescentes debe, esta ser rendida por la persona que dice la hace, es decir personal; se trata de un acto del funcionario investigador  -el investigador del CTI en el caso del proceso para adolescente-, en compañía de la Defensoría de familia, el contenido de esta entrevista debe versar sobre hechos por cuanto no debemos olvidar que los hechos son el objeto de prueba del proceso, además que tales hechos ya hayan tenido ocurrencia porque no declarará sobre apreciaciones futuras. 

De la misma manera para que sea válida, debe existir orden o ser consecuencia del planteamiento del programa metodológico de la Fiscalía que conlleve que el investigador, la realice además con ocasión del proceso en contra del adolescente se apoye en la Defensoría de Familia, debe también ésta ser recepcionada por los funcionarios legitimados para tal cometido; que el entrevistado se encuentre en capacidad plena para comentar o responder los interrogantes, al igual que cuente con aptitud física, moral e intelectual; que en el desarrollo de la diligencia el entrevistado esté consciente y libre de coacción, de la misma manera se cumplirán todas y cada una de las formalidades procesales de tiempo modo y lugar.

Del análisis fáctico se desprende, que la situación de la que hoy se duele el defensor público, y que manifestó dentro de la audiencia preparatoria, es la pretensión de excluir la entrevista realizada al menor pues, según él, no se cumplieron los requisitos legales y constitucionales. Señala que únicamente la Fiscalía General de la Nación se encuentra facultada para realizar entrevistas con apoyo de los funcionarios de policía judicial y que en el caso concreto la Defensora de Familia no se encontraba facultada ni delegada para recepcionar dicha entrevista. Lo anterior fundamentado en el Art. 121 de la Constitución Política de Colombia  la cual informa cada uno de los roles que deben desempeñar los funcionarios del Estado. 

El objeto de impugnación apunta a cuestionar el incumplimiento, esto es de los requisitos formales de la entrevista realizada al menor, a este respecto considera la Sala que la misma si cumplió con lo estatuido por el código de la infancia y la adolescencia, pues de la lectura del Art. 150 del código en mención, el Defensor de Familia si se encuentra autorizado para tomar las declaraciones de los niños, niñas y adolescentes que sean citados como testigos en los procesos penales que se adelantan contra los adultos con cuestionario previamente enviado por el fiscal o el juez. 

Igualmente es prudente señalar que respecto de la entrevista tomada el 12 de junio de 2008 al menor  el Fiscal en la audiencia preparatoria dio lectura a la entrevista en mención y señaló que él policía judicial patrullero  el cual se encontraba adscrito a su despacho se le ordenó tomar la entrevista respectiva, y este buscó el apoyo en la Defensora de Familia, lo anterior atendiendo el Art. 150 de la Ley 1098 de 2006. 

Luce nítida la manifestación  que hiciera la defensora de Familia en el momento de la entrevista, la cual atiende el Art. 150 del código de la infancia y la adolescencia, y además porque obra de acuerdo a lo solicitado por el servidor de policía judicial quien actuaba bajo la orden del Fiscal, no sin ello debe aclararse que la norma en mención  autoriza tajantemente al Defensor de Familia para tomar las declaraciones de esos menores previo cuestionario enviado por el fiscal o el juez.  De igual forma dicha preceptiva apunta a proteger al menor pues con la presencia del defensor de familia que es una persona especializada hace mas tolerable y garantista la actuación e información que dicho menor pueda tener del conocimiento del punible, además  no puede eludirse pues la misma conlleva un requisito de validez para ser aceptada en el juicio oral, por lo que la entrevista aquí objetada por el defensor público se encuentra ceñida a la ley, por haberse cumplido los requisitos de existencia y validez requeridos.  
Fecha: 29 10 08

Rad. 04 2007 00983

Conducta punible: Homicidio agravado y porte de armas.

Problema jurídico: Requisitos legales y constitucionales de la entrevista que se realiza al menor. 

Sentencia de primera instancia: Rechazó la exclusión de la entrevista realizada al adolescente adelantada por la defensora de familia. 
Sentencia de segunda instancia: Confirma.

MP. Leoxmar Benjamín Muñoz Alvear. 
===== 00000 ======
PRECLUSION

Los términos no pueden ser avasallados por maniobras o mecanismos administrativos. 

La Corte Suprema de Justicia aclaró que la decisión de preclusión es un auto y no una sentencia. 
No se pueden confundir los aspectos administrativos relacionados con el cambio de los fiscales que incumplen con los términos para solicitar la acusación o preclusión de la investigación, con las causales taxativas contempladas por la ley 906 de 2004 para finiquitar el proceso. Todas las causales para finiquitar el proceso por preclusión por vencimiento de términos quedan recogidas necesariamente en el numeral 7° del artículo 332. Pues una cosa es que el fiscal que deje vencer los términos, se considere impedido para proseguir con el trámite, y otra es que se produzca la causal de preclusión solicitada por el defensor, cuando a partir de la resolución de designación del nuevo fiscal no han transcurrido los 30 días que concede la ley, a partir del día en que le es asignado el caso.
Fecha: 02 08 07

Rad. 01 2007 00148

Conducta punible: Homicidio

Problema jurídico: Defensor público solicita la preclusión de la investigación por vencimiento de términos.

Decisión de primera instancia: Negó la preclusión solicitada por el defensor público.

Decisión de segunda instancia: Confirma.

MP. Orlando Echeverri Salazar
===== 0 0 0 0 ======
PRIVACION DE LA LIBERTAD
Excepcionalidad de la privación de libertad
Adolescente infractor próximo a cumplir 18 años de edad

La privación de la libertad no se constituye en la regla general, tratándose como lo dice claramente el artículo 161 del Código de la Infancia y la Adolescencia de una excepcional medida, la cual “solo procederá como medida pedagógica”. La función retributiva de la privación de la libertad por lo tanto no existe en el Código de la Infancia y la Adolescencia y si por alguna razón hay que privar de la libertad a un menor ello se hará, se repite, “como medida pedagógica” (artículo 178 del Código de la Infancia y la Adolescencia).

Implica lo dicho que ese tiempo en que el menor va a estar privado de la libertad debe ser utilizado para que las autoridades y entidades encargadas del sistema de responsabilidad penal para adolescentes se ocupen proactivamente en verificar que se respeten sus derechos pero que también se observen los lineamientos para la ejecución de las medidas pedagógicas que se dispongan. 

El parágrafo del artículo 187 del Código de la Infancia y la Adolescencia establece que si estando vigente la sanción de privación de libertad el adolescente cumpliere los dieciocho (18) años de edad “esta podrá continuar hasta que este cumpla veintiún (21) años”, que fue el sentido en el cual se manifestó la Defensora de Familia en su respectivo alegato. 

No debe perder de vista la Sala que en este caso el joven implicado  está próximo a cumplir los dieciocho (18) años de edad, lo que significaría que se haría impráctico incrementar la sanción en seis (6) años tal como lo solicita el Fiscal. 

Sin embargo, la Sala estima que el planteamiento de la Fiscalía no puede ser desestimado totalmente porque es posible extender la duración de la sanción en DIEZ (10) MESES Y DIEZ (10) DIAS más, los que sumados a los tres (3) años iniciales, teniendo en cuenta que está privado de libertad desde abril 15 de 2007, lo llevarían a descontar una sanción de TRES (3) AÑOS, DIEZ (10) MESES Y DIEZ (10) DIAS que terminaría cuando cumpla los veintiún (21) años de edad, teniendo en cuenta la gravedad del hecho cometido (artículo 179 numeral 1 Código de la Infancia y la Adolescencia) precisamente contra una de las personas que hacía parte de su entorno familiar, dejando como es lógico a todos sus miembros sumidos en el total desasosiego y desconcierto que implica un acontecimiento tan grave como este, máxime cuando los motivos que pudiese haber tenido el señor  para cometer el homicidio parecen haber sido de escasa o ninguna importancia, simplemente nacidos del querer caprichoso del implicado sin medir las consecuencias de sus actos e influenciado por el consumo de estupefacientes (marihuana) lo que sin embargo no le impidió huir del sitio de los hechos al percibir la gravedad de lo cometido.

Fecha: 06 09 07

Rad. 01 2007 07850

Acta 001

Conducta punible: Homicidio

Problema jurídico: Fiscalía impugna manifestando que el período de sanción no se compadece con la gravedad de la conducta, por lo que solicita se aumente en tres años más y Defensor de Familia, solicita se confirme la sentencia como quiera que la sanción impuesta a un adolescente próximo a cumplir los dieciocho años de edad, no puede superar los veintiún años.

Decisión de primera instancia: Impuso sanción de tres años

Decisión de segunda instancia: Modifica e impone tres años, 10 meses y 10 días.

MP. Juan Manuel Tello Sánchez

===== 0 0 0 0 =====

PRIVACION DE LA LIBERTAD

Sustitución por el establecimiento de presentaciones periódicas.

Amonestación.

Obligación de los padres del adolescente en la construcción de un proyecto de vida académico que lo forje en su vida personal, familiar y social.
En este caso, dada la naturaleza de la conducta, así como las circunstancias de ejecución de la misma, se hace necesario imponer una sanción ejemplar que cumpla con la finalidad protectora y educativa del adolescente, que ha de aplicarse con apoyo de su núcleo familiar y los especialistas que correspondan, máxime cuando se ha reconvenido a los padres de éste para que propendan por su formación académica y personal.   

En ese sentido, se dispone por la Sala de Decisión de Asuntos Penales para Adolescentes, revocar el numeral 2° de la parte resolutiva de la sentencia recurrida, y en su lugar sancionar al adolescente, con pena de privación de libertad por el término de un (1) año.

Ahora bien, de acuerdo con lo prescrito en el inciso tercero del artículo 187, ésta sanción puede ser sustituida por el establecimiento de presentaciones periódicas, servicios a la comunidad, y el compromiso de no volver a delinquir por el tiempo que fije el Juez, circunstancias que, dada la personalidad del adolescente y las características de tiempo, modo y lugar en que se desarrolló del delito, permiten reconocer tal beneficio.  

Por ello, la Sala sustituirá la sanción impuesta de privación de la libertad por el establecimiento de presentaciones periódicas y el compromiso de no volver a delinquir y guardar buen comportamiento por el término de seis (6) meses, contado a partir de la ejecutoria de esta providencia. 

Sin perjuicio de lo anterior, y en concordancia con el artículo 182, el adolescente deberá asistir a un curso educativo sobre respeto a los Derechos humanos y Convivencia ciudadana que estará a cargo del Instituto de estudios de la Procuraduría General de la Nación, con la vigilancia de la Defensora de familia.
Fecha: 04 10 07

Rad. 01 2007 00595

Acta 174

Conducta punible: Hurto calificado

Decisión de primera instancia: Sancionó con amonestación

Decisión de segunda instancia: Revoca y condena a la pena de privación de la libertad que se sustituirá por el establecimiento de presentaciones periódicas y el compromiso de no volver a delinquir y guardar buen comportamiento por el término de seis meses.

MP. Orlando Echeverri Salazar

===== 0 0 0 0 =====
PROHIBICIONES ESPECIALES

Violación de derechos humanos

Uso de esposas en la conducción de un adolescente.

Su efecto jurídico es el de causal de mala conducta del funcionario y no el de generar la ilegalidad de la captura. 

Conforme al artículo 94 de la Ley 1098 de 2006, el uso de esposas sí es un tratamiento indigno para con los adolescentes, pues de esa manera es catalogado por la norma citada. No obstante, debe tenerse en la cuenta que el incumplimiento de ese deber legal tiene uno y sólo un efecto jurídico en el campo disciplinario: es causal de mala conducta, sin que tenga el efecto jurídico que aquí se le dio, que es el de generar la ilegalidad de la captura, como en adelante se expone.

 En efecto, para que sea procedente la declaración de la ilegalidad de la captura por violación de derechos humanos, fundamentales o por tratos indignos, se requiere que esa violación o trato indigno sea antecedente o concomitante con la captura misma y que sea la causa eficiente que condujo a la captura y no al contrario, como aquí ocurrió.

 En el caso presente, tal como se deduce de los registros, al adolescente se le aseguró con las esposas después de habérsele impedido seguir su camino y después de hacérsele el registro de sus pertenencias, dentro de las que se le encontró los elementos que posteriormente se determinó fueron los objetos hurtados a la víctima; lo que quiere decir que la utilización de las esposas se realizó después de haberlo capturado o aprehendido impidiéndole el libre ejercicio del derecho de locomoción. Siendo ello así, la utilización de las esposas no puede conducir a la declaratoria de ilegalidad de la captura, pues las esposas fueron utilizadas con ocasión y por efecto posterior de la captura, y no al contrario.

 Ahora, en este asunto no puede asegurarse, como con tanta propiedad lo hizo el a quo, que se le hubiese dado un trato cruel o inhumano al adolescente, cuando ni él, ni la defensora de familia ni el defensor público se atrevieron en sus exposiciones a hacer tamañas aseveraciones. En efecto, consta en los registros que el mismo adolescente aseguró en la audiencia haber recibido un buen trato en el momento de su captura, viéndose, además, en la necesidad de tener que preguntarle al juez de garantías a qué lesiones se refería el dictamen médico legal que se aportó con el informe policial, quedando de esta manera gran duda sobre si esas lesiones, tan pequeñas que ni el mismo lesionado dio cuenta de ellas, fueron o no producto de la utilización de las esposas. Pero aún, si en gracia de discusión se aceptara que fue objeto de tratos crueles, el único efecto jurídico que tendría tal tratamiento sería el de compulsación de copias, como también lo hizo el a quo, para que se investigue disciplinariamente a los agentes de policía.

 En conclusión, encontrando esta Sala de Decisión que la captura se hizo sin violar ningún derecho ni garantía fundamental, sin violación a los derechos humanos, y que las esposas fueron puestas al adolescente cuando ésta ya había sido aprehendido por la autoridad policial, no puede este Tribunal hacer otra cosa que revocar parcialmente la decisión tomada por el Juzgado Segundo Penal de Adolescentes con Función de Control de Garantías de Cali, para en su lugar declarar legal la captura del adolescente, confirmando la decisión de compulsar copias para la investigación disciplinaria de los agentes que capturaron al adolescente, tal como se materializará en la parte resolutiva de esta providencia.
Fecha: 07 07 09

Rad. 02 2008n 00195 01

Conducta punible: Hurto calificado

Problema jurídico: Consecuencias del  uso de esposas para conducir un adolescente.

Decisión de primera instancia: Declaró la ilegalidad de la captura

Decisión de segunda instancia: Revoca y declara legal el procedimiento.

MP. Henry Cadena Franco

===== 0 0 0 0 =====
RECURSO DE APELACION

Competencia
Categoría de los jueces penales para adolescentes

Admisibilidad del recurso de apelación.

Audiencia preliminar de legalidad de la captura

Legalización del elemento material probatorio incautado.

Es necesario aclarar que en el criterio personal de quien estas líneas escribe, la Sala de Asuntos Penales para Adolescentes de este Tribunal es competente para conocer de los recursos de apelación que se interpusieren en contra de las providencias proferidas por los Jueces Penales para Adolescentes con Funciones de Control de Garantías, competencia que se encuentra atribuida de manera directa y específica por el numeral 3° del artículo 163 y en el último párrafo del artículo 168 de la ley 1098 de 2006.

Al Juez Penal para Adolescentes en ninguna norma se le asignó conocer de segundas instancias, por una simple pero potísima razón: la categoría de los Jueces Penales para Adolescentes, bien con función de control de garantías, o bien con función de conocimientos, o de ambas, como lo permite la ley, es una sola.
En conclusión, los recursos de apelación que interpuso la Fiscal 71 Seccional en contra de las decisiones de la ilegalidad de la captura del menor  y en contra de la decisión de la ilegalidad de la incautación del elemento material probatorio y evidencia física, son improcedentes, y como consecuencia de ello, deben inadmitirse, puesto que como la ley 906 de 2004 no señala qué se debe hacer en el evento de la improcedencia del recurso, ante tal vacío, y con base en el artículo 25 de la citada norma, se debe aplicar lo señalado en el Código de Procedimiento Civil, el que nos indica en el inciso 3° del artículo 358, que el recurso será declarado inadmisible y ordenará la devolución del expediente al inferior, lo que se procederá a hacer en la parte resolutiva de esta decisión.
Fecha: 30 04 07

Rad. 10 2007 00146 01

Problema jurídico: Decidir sobre la admisibilidad del recurso de apelación interpuesto por la Fiscalía en contra de decisión tomada por juez penal para adolescentes con funciones de control de garantías.

Decisión: Inadmite los recursos de apelación 

MP Henry Cadena Franco.

===== 0 0 0 0 =====
RECURSO DE APELACION

Improcedencia

Suspensión de la audiencia de imposición de la sanción

De conformidad con el artículo 20 de la ley 906 de 2004, las decisiones contenidas en las sentencias y en los autos son susceptibles del recurso de apelación en los siguientes eventos: a). Cuando se refieran a la libertad del imputado o acusado; b). Cuando afecten la práctica de pruebas; y c). Cuando tengan efectos patrimoniales, salvo las excepciones previstas en la misma ley. 

El recurso de apelación que interpuso el defensor del adolescente es improcedente, y como consecuencia de ello, debe inadmitirse el recurso, puesto que como la ley 906 de 2004 no señala qué se debe hacer en el evento de la improcedencia del recurso, ante tal vacío, y con base en el artículo 25 de la citada codificación, se debe aplicar lo señalado en el Código de Procedimiento Civil, el que nos indica en el inciso 3° del artículo 358 que el recurso será declarado inadmisible y ordenará la devolución del expediente al inferior.
Fecha: 14 08 08

Rad. 03 2008 80259 01

Conducta punible: Tráfico y porte de armas.

Problema jurídico: Juez Penal de Adolescentes con función de conocimiento negó la suspensión de la audiencia de imposición de la sanción.

Decisión: Inadmite el recurso interpuesto por la apoderada judicial del adolescente.

MP. Henry Cadena Franco.

===== 0 0 0 0 0 =====
RECURSO DE APELACION
Práctica de prueba

Recurso de apelación mal interpuesto y mal concedido

Improcedencia del recurso de apelación.

En el presente, como viene de verse, el Juez ni excluyó ni rechazó ni inadmitió la práctica de la prueba. Por el contrario, la admitió, independientemente de que fuera contra los pedimentos de la defensa, de manera que no existe ninguna razón legal que faculte a la Sala para que por vía de apelación se pronuncie sobre la situación que aquí se ha planteado, simplemente al parecer por descuido en la aplicación estricta de la normatividad.
Fecha: 26 05 09

Rad. 02 2009 00026

Conducta punible: Porte ilegal de armas de fuego

Problema jurídico: Improcedencia del recurso de apelación contra una providencia que concede la práctica de una prueba pedida.

Decisión: Abstiene de emitir un pronunciamiento de fondo.

MP. Juan Manuel Tello Sánchez. 

===== 0 0 0 0 0 =====

RECURSO DE APELACION

Improcedencia

Decisiones contenidas en las sentencias y en los autos susceptibles del recurso de apelación.

Suspensión de la la audiencia y el proceso por falta de estudio de la situación familiar, económica, social, sicológica y cultural del adolescente que debe rendir el defensor de familia. 

En este caso, la decisión apelada es la que ordenó la suspensión de la audiencia de lectura de fallo y del proceso, decisiones éstas que no se encuentran señaladas como apelables en las disposiciones antes señaladas ni se trata de una decisión que afecte la libertad del adolescente infractor, ni la práctica de pruebas y tampoco tiene la decisión atacada efectos patrimoniales.
El recurso de apelación que interpuso la Fiscalía es improcedente, y como consecuencia de ello, debe inadmitirse el recurso, puesto que como la Ley 906 de 2004 no señala qué se debe hacer en el evento de la improcedencia del recurso, ante tal vacío, y con base en el artículo 25 de la citada codificación, se debe aplicar lo señalado en el Código de Procedimiento Civil, el que nos indica en el inciso 3° del artículo 358 que el recurso será declarado inadmisible y ordenará la devolución del expediente al inferior, lo que se procederá a hacer en la parte resolutiva de esta decisión.
Fecha: 30 06 09

Rad. 02 2009 00027 01

Conducta punible: Homicidio.

Problema jurídico: Procedencia del recurso de apelación.

Decisión: Inadmite el recurso interpuesto por la Fiscalía.

MP. Henry Cadena Franco

===== 0 0 0 0 0 =====
SANCIONES

Finalidad de las sanciones

Principios del Sistema de Responsabilidad Penal para Adolescentes

Tratamiento penal que el Estado debe dispensar a los adolescentes en consonancia con las normas internacionales.

El tratamiento penal que se les da a los adolescentes a partir de la vigencia de la ley 1098 de 2006, tiene variadas diferencias con el tratamiento penal que se les da a los adultos.
Las sanciones imponibles siempre serán determinadoras de las restricciones de algunos derechos del sujeto a las que se les imponen. Es decir, las sanciones por sí mismas, comportan un aspecto negativo y necesariamente aflictivo, sin importar que sus finalidades sean protectoras, educativas y restaurativas, y precisamente por ese aspecto negativo, aflictivo y restrictivo de derechos, no pueden ser utilizadas sus finalidades como excusas para desconocer las garantías legales y constitucionales que tiene el adolescente, o para imponer sanciones desproporcionadas al hecho punible investigado y a la responsabilidad del adolescente en su comisión, supuestamente para proteger, reeducar y restaurar, aplicando de esta manera la antigua escuela correccionalista, para la que el tratamiento al menor delincuente constituía una obra humanitaria de beneficencia que amparada en tal discurso permitía imponer medidas de duración indeterminada. De la misma manera, resulta necesario afirmar que los derechos de  rehabilitación y resocialización de los niños y de los adolescentes que infrinjan la ley penal y que está consagrado en el artículo 19 de la ley 1098 de 2006, no está condicionado a que esos niños y adolescentes se encuentren sometidos a medidas que impliquen pérdida de la libertad, como lo entiende la Defensora de Familia que actuó en la audiencia en la que se impuso la medida, pues esa interpretación no tiene sustento legal, y si lo tuviera, sería un condicionamiento perverso de la ley, que debe resultar inadmisible para cualquier autoridad pública, y que parece, es el criterio de esa institución.

En el presente asunto, resulta incuestionable que teniendo en la cuenta la cantidad de estupefacientes incautados, de ser declarada la adolescente como responsable del delito que se le imputa, sería procedente la imposición de la medida de la privación de la libertad, por lo que, en principio, y solo en principio, se cumple con el primer requisito para la procedencia de la imposición de la medida, que se encuentra consagrado en el parágrafo 1° del artículo 181 de la Ley de la Infancia y de la Adolescencia.

Existen otros instrumentos internacionales que por la incidencia directa en la materia, y hacer parte de las normas internacionales de los derechos humanos, tal como lo consagra el artículo 141 de la ley de la Infancia y de la Adolescencia, es necesaria su aplicación como garantía de los adolescentes delincuentes, pues son garantías mínimas en el ámbito internacional que no pueden ser desconocidas por nuestro país. Tal es el caso de las “Reglas Mínimas de las Naciones Unidas para la Administración de la Justicia de Menores”, más conocidas como las “Reglas de Beijing”, al igual que las “Reglas mínimas de las Naciones Unidas sobre las medidas no privativas de la libertad”, conocidas como las “Reglas de Tokio” y que fueron adoptadas por la Asamblea General de las Naciones Unidas mediante la resolución n.° 45/110, de 14 de diciembre de 1990.

Fecha: 22 10 07

Rad. 02 2007 14552 01

Conducta punible: Tráfico, fabricación o porte de estupefacientes.

Problema jurídico: Es procedente o no la imposición de medida de privación de la libertad a la menor, teniendo en cuenta la cantidad de estupefaciente incautado. 

Decisión de primera instancia: Impuso medida de internamiento preventivo por el término de dos meses

Decisión de segunda instancia: Revoca y ordena la libertad inmediata a la adolescente. 

MP Henry Cadena Franco.
===== 0 0 0 0 =====

SANCIONES

Actuación en ausencia del menor

Continuación de la actuación en ausencia del menor no da lugar a nulidad alguna cuando aquella se origina en la sustracción voluntaria del infractor al proceso.

No le asiste razón al defensor pues la situación de ausencia a la que se refiere el artículo 158 del Código de la Infancia y la Adolescencia es a la del adolescente que ha sido imposible localizar porque no se tiene conocimiento de su paradero – lo que en el sistema de mayores daría lugar a la declaratoria de persona ausente – y no a la del adolescente que habiendo comparecido al proceso y, por tanto, conociendo de la existencia del mismo, se sustrae voluntariamente a la acción de la justicia.
Una interpretación diferente de la expresión que pretende hacer valer el recurrente para sacar avante una nulidad, significaría incurrir en el mayúsculo despropósito de dejar librada la suerte del proceso a la voluntad del infractor, a quien le bastaría para ello el desatendimiento de las citaciones a las audiencias. 

Para la Sala es claro que no puede alegarse violación al Debido Proceso en lo que tiene que ver con el Derecho de Defensa cuando es el mismo procesado quien ha decidido no ejercer esta garantía, ausentándose consciente y voluntariamente de la actuación, al no atender la citación del Despacho.  
Fecha: 25 08 08

Rad. 03 2008 00679

Conducta punible: Fabricación, tráfico y porte de armas de fuego de defensa personal

Problema jurídico: Audiencia de imposición de sanción en ausencia del menor infractor genera o no nulidad.

Decisión de primera instancia: Niega la solicitud de nulidad

Decisión de segunda instancia: Confirma.

MP Juan Manuel Tello Sánchez.

===== 0 0 0 0 =====

SANCIONES

Finalidad de las sanciones

Propósito pedagógico, protector educativo, restaurativo y deben aplicarse con el apoyo de la familia y especialistas.
Sustitución de la sanción de privación de la libertad por presentaciones periódicas.
Allanamiento del adolescente a los cargos.  Se encuentra próximo a ser padre de familia.
En este evento nos encontramos a un menor que no necesita estar privado de la libertad para su rehabilitación, pues de acuerdo a lo señalado el menor de edad es un infractor primario que al momento de la formulación de imputación aceptó los cargos, además se encuentra próximo a ser padre de familia, aunado a ello es un menor que se desempeña como carretillero para obtener su sustento diario. 

Podría incluso afirmarse que es víctima de la situación social y se itera próximo a ser padre de familia, familia que es la base del Estado (Art. 42 de la constitución Política) la que al parecer no cumplió su cometido con el joven, y si las normas internacionales y el Estado estatuyó la finalidad de dicha sanción al dejar privado de la libertad al joven,  los revictizamos al aplicarle esa sanción  a él y como consecuencia de esto a su menor hijo. Por lo tanto es totalmente posible la sustitución de la sanción de privación de la libertad atendiendo el inciso tercero del Art. 187 del código de la infancia y la Adolescencia, por presentaciones periódicas claro esta con el compromiso de cumplir con el servicio a la comunidad el que determinará el juez coordinador del centro de servicios en coordinación con el ICBF, con la precisión que el incumplimiento de los compromisos acarrea la pérdida de estos beneficios y el cumplimiento del resto de la sanción inicialmente impuesta bajo privación de libertad. 

Fecha: 28 10 08

Rad. 02 2008 01016 00

Conducta punible: Hurto calificado agravado.

Problema jurídico: Menor infractor primario que se encuentra próximo a ser padre de familia. Labora como carretillero para prever el sustento diario de él, su compañera y su futuro hijo.

Decisión de primera instancia: Declaró penalmente responsable y se le decretó medida de internamiento preventivo.

Decisión de segunda instancia: Confirma sustituyendo la sanción privativa de la libertad por el establecimiento de presentaciones periódicas, servicio a la comunidad, compromiso de no volver a delinquir y guardar buen comportamiento por el tiempo que falta para descontar la sanción.

MP. Leoxmar Benjamín Muñoz Alvear. 
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